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A las trabajadoras sexuales.

			A las mujeres del pasado, del presente y del futuro.


		
			Prólogo de Fundación Margen

			Trabajo sexual es trabajo

			Leer este texto es leer nuestra historia. A pesar de la distancia del tiempo, estos relatos de compañeras de hace más de un siglo nos remecen tanto a nivel personal como a nivel colectivo, en tanto movimiento de trabajadoras sexuales con memoria política. Una memoria de lucha sostenida en el tiempo.

			Lucha proseguida desde nuestras propias vivencias y como colectivo, donde las trabajadoras sexuales tenemos voz propia, capacidad de decisión y un proyecto de vida en pos de nuestra autonomía. Somos y fuimos proveedoras, jefas de hogar, migrantes y chilenas, dedicadas a un rubro laboral que está lejos de ser una realidad marginal.

			Las trabajadoras sexuales dinamizamos economías y formamos parte del mundo laboral, pues somos miles las mujeres que dedicamos nuestra vida a esta labor –tanto en el pasado como en el presente– y nuestros aportes en este aspecto carecen de validación porque no contamos con una regulación que reconozca los aportes e ingresos que percibimos, queriendo hacer la vista gorda sobre nuestra existencia ineludible. De ahí que sea una toma de posición plantear algo tan obvio como que lo que hacemos al prestar servicios sexoafectivos es un trabajo y que no podamos hablar aún de ‘comercio sexual’, ya que, en la práctica y desde las normativas, este espacio no existe en cuanto a tal. 

			Este libro da cuenta que nuestro trabajo es un oficio que mantiene códigos similares a lo largo de los años, pues vemos cómo coinciden no solo las lógicas de trabajo, sino que también los territorios donde habitamos, así como la violencia policial e institucional que opera contra nuestro trabajo.

			Pese a nuestra declarada autonomía en la decisión de dedicarnos al trabajo sexual –dado que somos muchas las que arribamos aquí luego de desempeñar otros trabajos, hartas de los abusos y la extrema explotación–, la tendencia es a hablar por nosotras buscando explicar las razones y motivaciones que nos trajeron hasta aquí. Por ello resulta tan importante lo que muestra esta investigación, ya que, tanto antes como ahora, optamos por el trabajo sexual como una opción laboral.

			Actualmente vemos cómo el trabajo sexual ha evolucionado, siendo cada vez más autónomo y diverso, incluyéndose otras formas modernas y tecnológicas del trabajo sexual. Cambios y mutaciones a raíz de los cambios de normativas, la mayor o menor represión, pero que mantienen en su núcleo las mismas prácticas y diversas formas de organización entre trabajadoras sexuales para la mejora de nuestras condiciones laborales, así como la solidaridad entre compañeras para enfrentar las dificultades de un trabajo incierto, dada su invisibilidad.

			Y es que, tal como narran algunos pasajes de este libro, nuestra mayor dificultad es y ha sido la clandestinidad. Pues esta condición de desregulación nos mantiene a merced de intermediarios, pero, sobre todo, de la represión policial y la opresión del Estado. Es por eso que nuestras voces reclaman la importancia de la regulación y del debate sobre políticas públicas en torno al trabajo sexual con nosotras de interlocutoras, con nosotras en primera persona abogando por nuestros derechos. 

			El peso de la lectura histórica de nuestras vivencias no sólo da consistencia a nuestra lucha, sino que avala los posicionamientos políticos, donde proponemos acciones que mejorarían nuestra calidad de vida en tanto trabajadoras con derechos como cualquier otra. Vemos, en la historia y en el presente, cómo el cambio de medidas sin una clara visión de nuestro trabajo, que se aplican sin nosotras, nos mantienen en un constante ir y venir entre tolerancia y prohibición, que en ningún caso, asumen la legitimidad de lo que hacemos.

			Para el Estado y la élite somos una realidad incómoda, una problemática a solucionar, sin concedernos la dignidad propia que merece la clase trabajadora a la cual pertenecemos. Por lo mismo, fuimos y somos sometidas a castigos correctivos que vulneran nuestros derechos humanos; anclados en la persistencia de mitos y estigmas sobre nuestro trabajo, que pasan a convertirse en el costo social que debemos pagar por dedicarnos a una labor que la moral conservadora se niega a aceptar.

			En estas páginas vemos desactivarse, desde sus raíces más profundas, muchos de estos mitos aún vigentes sobre el trabajo sexual, como que su origen está en la trata de personas con fines de explotación sexual o que vivimos en una situación de dependencia pasiva frente a intermediarios que nos obligan, como si no hubiera otra posibilidad. La única verdad que se asoma aquí es que la posibilidad de que existan estas mediaciones está en estrecha relación con el ocultamiento que debemos vivir, que termina por multiplicar el número de actores que se benefician, que ‘ganan’ a costa nuestra, siendo otro precio que debemos pagar para desarrollarnos en nuestro trabajo.

			Es inevitable activar una memoria histórica que condensa tantas experiencias vividas por nosotras mismas o que hemos escuchado a lo largo de nuestro trabajo como organización, donde lo narrado aquí nos muestra una conexión pasado-presente muy palpable. Algo que no nos sorprende del todo, pues lo intuíamos y lo planteamos por años, y es que las formas de trabajo sexual, los silencios, la violencia institucional, no son solo cosas de hoy, sino que son de larga data. Así como la similitud de trayectorias, donde vemos a mujeres empoderadas hacia fines del siglo XIX y principios del XX que se desplazaban desde el interior del campo a la ciudad en busca de una opción laboral, al igual a los tránsitos de hoy de nuestras compañeras migrantes; así como ayer, los traslados persiguen un mismo motivo, ganar dinero para sacar adelante la vida, la de hijos e hijas, la de familias extendidas.

			Poner sobre la mesa nuestra historia es un gesto político urgente y necesario, no solo debido a que nuestras condiciones laborales merecen mejorar, sino porque se plasma que el estigma y la discriminación permanecen casi intactos por décadas. No hacer frente a esta realidad es ser abolicionistas del trabajo sexual por omisión. De ahí que nos preocupa enormemente y nos inquieta la permanencia del silencio, pues este se manifiesta en nuestra total invisibilización, no solo en la historia, sino que en cuanto sujetas con autonomía y derechos. Vemos esta actitud repetida demasiadas veces, donde muestras de aparente apoyo irrestricto se diluyen al tener que apoyar nuestras demandas públicamente o al momento de sacarnos del lugar de víctimas. Existe recelo a escucharnos plenamente, así como deseo de hablar por nosotras.

			La lucha que hemos sostenido las trabajadoras sexuales por nuestros derechos no se restringe solamente a una acción gremial, pues cada vez que alzamos la voz somos cómplices y aliadas de las luchas de otras mujeres. Nuestra lucha es contra la discriminación y el estigma a toda forma de exclusión sexual, laboral y social. Y es que las trabajadoras somos abusadas y violentadas en nuestra sexualidad tanto como lo es cualquier otra mujer en un sistema patriarcal. 

			Hoy en día, vemos con grandes anhelos el hecho de que seamos cada vez más las trabajadoras sexuales dispuestas a asumir su trabajo públicamente. Hoy estamos más preparadas que antes y estamos dispuestas a dar la batalla por la despenalización social del trabajo sexual. Hoy contamos con más educación, más formación, somos conscientes de nuestros derechos y tenemos consciencia de clase. De ahí que el presente libro viene a reflejar estos avances en términos subjetivos, al sacarnos de la categoría de prostitutas y permitirnos la denominación de trabajadoras sexuales; creemos que es lo mínimo que merecemos. Nuestra lucha no ha sido en vano y con nuestros esfuerzos colectivos se ha ido permeando la visión que se tiene de nosotras. Nuestro trabajo en organizaciones políticas comunitarias ha podido subir el volumen de nuestras voces, ya que hemos existido siempre, pero que tan solo últimamente estas han sido escuchadas, pudiendo incidir políticamente con nuestra propia voz.

			Que este libro plasme la experiencia de vida de nuestras antecesoras, nos complace. Es un ejercicio de visibilización del trabajo sexual que, para nosotras, es también un ejercicio de memoria. Una de las dificultades que conlleva nuestro trabajo es el miedo al estigma, la doble vida, el tener que ocultar la verdad y, por ello, sea muy complejo encontrarnos libremente entre nosotras, siempre hay algo de nuestro trabajo o de nuestras vidas que debe permanecer clandestino; por ello leer testimonios de compañeras que vivieron hace más de cien años y acercarnos a través de estos a sus vivencias, a sus experiencias, nos sobrecoge y nos fortalece, pues nos ofrece una gran oportunidad para reconocernos. 

			Agradecemos a todos nuestros aliados, organizaciones e instituciones, que han hecho posible esta historia de lucha, particularmente en este último tiempo de grave e incierta pandemia de Covid-19, donde nuestra organización ha tenido que crear, desplegar e implementar el fondo de apoyo a trabajadoras sexuales por la carencia de ayuda de parte del Estado; hemos ido las trabajadoras sexuales a auxiliar, colaborar y solidarizar con nuestras compañeras más precarias, entregando alimentos e implementos de aseo, muestra de nuestro trabajo comunitario que mueve a las trabajadoras sexuales a nivel nacional y regional, enfrentando el estigma y la violencia institucional de relegarnos al olvido, resistiendo incluso la desinformación y la criminalización que hacen de nosotras los medios de comunicación.

			Mirando nuestro pasado. Luchando en nuestro presente y proyectando nuestro futuro, decimos y reafirmamos: trabajo sexual es trabajo. 

			Fundación Margen de Apoyo y Promoción de la Mujer,
integrante de la Red de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Latinoamérica
y el Caribe REDTRASEX.

		


		
			Prólogo de Julio Pinto

			En pleno auge de nuestra revolución feminista, Ana Gálvez Comandini, una de las autoras del histórico libro Históricas (¡y valga la redundancia!), nos ofrece aquí un estudio monográfico sobre una de las zonas más oscuras y controvertidas de la experiencia femenina: la prostitución. Larga y vehementemente denunciada como una de las expresiones más violentas y degradantes de la dominación masculina, esta práctica no ha sido muy investigada en nuestro medio, lo que hace de la obra que prologamos un muy bienvenido aporte al creciente acervo de nuestra historiografía social de género. Pero la autora se propuso algo mucho más audaz, y arriesgado, que una mera acción de complemento. Lejos de redundar en un relato más de victimización (aspecto que ciertamente existió, y que en ningún caso se omite), lo que se despliega en estas páginas es una reivindicación de la autonomía y el protagonismo de quienes vivieron esta condición, doblemente subalternizadas en su condición de mujeres y de pobres. En este registro, la prostitución deja de ser vista exclusivamente como un problema o «lacra» social (sin desconocer que lo haya sido, como queda sólidamente establecido y documentado) para convertirse en un testimonio particularmente ejemplificador, por lo adverso de las circunstancias, del temple y fortaleza de quienes la ejercieron. Precisamente lo que en nuestro oficio denominamos «agencia».

			No ha sido fácil acometer una aventura como esta, por razones tanto historiográficas como políticas. En cuanto a lo primero, la prostitución ha sido un espacio opaco para la investigación histórica, tanto por la estigmatización sufrida por quienes hicieron de ella un oficio, como por su consiguiente invisibilidad, salvo en un sentido condenatorio o conmiserativo, lo que vale, como el libro lo demuestra, tanto para el discurso público como para la detección de huellas que hagan posible su reconstrucción. Pese a ello, la autora se animó a escarbar donde fuese necesario (o posible), sobre todo en los expedientes judiciales, en busca de esas «voces bajas», procurando recuperar la agencia histórica de esas prostitutas, y a través de ello reflexionar en profundidad, desde una perspectiva también histórica, sobre las jerarquías de género, sociales, y las violencias de todo tipo que hacen parte de la vivencia femenina en sociedad, pero también sobre las respuestas ante tales violencias y la subversión de tales jerarquías. A contrapelo de muchas voces de época y actuales, Ana Gálvez se rehúsa a observar a las prostitutas solo en el lugar de la víctima. Como lo dice ella misma, «en este escenario, donde nos enfrentamos a identidades femeninas castigadas en las representaciones sociales, en las normativas y las instituciones, no es baladí la cuestión de indagar sobre las resistencias personales y en la identidad colectiva como trinchera».

			Es ahí, en esa reivindicación de la agencia y las resistencias colectivas de las trabajadoras sexuales, donde la obra transita hacia un espacio más propiamente político, y por tanto no restringido a quienes hacen de la historia su quehacer o su interés profesional. Estudiar la «experiencia de la prostitución», con todas las connotaciones que dicho concepto ha cobrado en nuestro oficio, la obliga a enfrentar tensiones analíticas y valóricas difíciles de disimular, desde la que atraviesa, como lo implica la categoría misma de «experiencia», la coexistencia de condicionamientos estructurales con opciones personales, hasta las ambivalencias «morales» suscitadas, incluso entre personas potencialmente empáticas (sobre todo otras mujeres y sus organizaciones), por el ejercicio de la prostitución. Como lo demuestra este libro, dicha ocupación interpelaba de manera muy compleja a todo tipo de actores e instituciones, incluyendo a las propias prostitutas, respecto de su ocupación del espacio público, y respecto de su imagen personal y colectiva. El paso de los años no ha atenuado esas tensiones y ambivalencias, sin eximir de ellas a quienes desarrollan estudios de género o se pronuncian en clave feminista sobre el controvertido tema de la prostitución. Por eso mismo, la toma de posición de Ana Gálvez está destinada a suscitar más de alguna polémica.

			Para enfrentar tal disyuntiva, doblemente ambiciosa y desafiante, nuestra autora ha debido compenetrarse de una vasta y a menudo compleja bibliografía, procedente tanto del muy dinámico ámbito de los estudios feministas, como de la historiografía social y subalternista en general. De igual modo, se vio obligada a localizar una diversidad de fuentes primarias que le permitiesen asomarse, aunque fuese precariamente, a una vivencia que, como ya se dijo, ha dejado pocas huellas documentales, y menos ventanas hacia su procesamiento por parte de las propias involucradas. De uno y otro desafío ha emergido más que airosa, construyendo, por una parte, una base conceptual de enorme riqueza y sofisticación, y estrujando, por la otra, hallazgos y perspectivas sorprendentes, pero a la vez convincentes, a partir de indicios esquivos y muy intermediados por estigmas e incomprensiones. El resultado de todo ello es un trabajo a la vez sólido en lo teórico, creativo en lo metodológico, y contundente en su soporte empírico. Pero más importante aún, capaz de navegar con destreza en la intersección entre la clase y el género, lo que le permite no solo dar vida a los procesos que estudia, sino también, al menos en un plano historiográfico, hacer justicia a las mujeres que ha extraído del olvido y el anonimato. Dicho en sus propias palabras:

			«Tanto el discurso victimista como el discurso científico de la inferioridad ‘natural’ de las prostitutas, manipulaban su realidad, negando e invisibilizando la propia experiencia histórica y agencia activa de las mujeres que ejercieron el trabajo sexual como una estrategia económica, pensada y planeada (que no son sinónimos de ‘anhelada’), de sobrevivencia en las modernas ciudades industriales que, a su vez, operaban como una fábrica de pobres, donde las mujeres y los/as niños/as ocupaban el escalafón más bajo en cuanto a salarios».

			Por todo lo dicho, no es una exageración presagiar que el trabajo realizado por Ana Gálvez se convertirá en un verdadero hito en la historiografía social chilena, y sobre todo en el campo hasta aquí relativamente poco desarrollado de los estudios sobre las mujeres populares, y sobre las trabajadoras sexuales en particular. Pero tal vez más importante, entrega un bienvenido aporte desde nuestro oficio a los debates que actualmente atraviesan nuestra sociedad en lo referente al feminismo y a las relaciones de género, pero también a las inequidades sociales, sin duda dos de los principales pilares del remezón histórico que nos está tocando vivir. Al ahondar en una experiencia habitualmente rodeada de un halo de sordidez y degradación, rescatando de ella testimonios de pundonor y humanidad, este libro se erige a la vez como denuncia y homenaje, como estudio riguroso y como llamado al reconocimiento. Las prostitutas historiadas por Ana Gálvez nos demuestran que hasta en las circunstancias más adversas se puede actuar con autonomía y dignidad, o al menos con la voluntad de ejercer un mayor control sobre las propias vidas. Por lo mismo, no estamos aquí sólo frente a una muy bien lograda historia de la prostitución en Chile, sino más que eso, a una alegoría sobre el tortuoso camino que lleva desde la abyección hacia la reivindicación de la humanidad propia, aunque sea en espacios subalternos y a través de voces bajas, o como lo dice la autora, de «micro-resistencias dentro de las estructuras sociales que las oprimían». 

			Julio Pinto Vallejos

			Abril 2022 

		


		
			Introducción 

			Si la mujer es el otro, 
la puta es el otro del otro.

			Melissa Gira Grant (2014)

			Interrogantes históricas y el silencio de los subalternos

			En la historiografía tradicional solemos ver la vida de las mujeres a través de los ojos de otros, generalmente hombres que representan el pasado femenino desde una perspectiva social habitualmente androcéntrica. Es por ello que los grupos que se encuentran fuera de las esferas de poder, como las mujeres, y específicamente las prostitutas, han sido resistentes a la historización1 y por tanto han dejado pocos testimonios directos respecto de su participación en la vida social. 

			La adscripción de la prostitución como un hecho y fenómeno dentro de la Historia Social –y no como el «oficio más antiguo del mundo», asociado a la naturaleza humana (Marín Hernández 2001; Rivière-Gómez 1994; Varela 1997)– ha permitido el avance del estudio de la historia del meretricio en Chile que se ha enfocado, principalmente, en la legislación y las ideas de los grupos de poder que giraban en torno al fenómeno, léase élites médicas, jurídicas y políticas, pero de la experiencia femenina en el mundo prostibulario se sabe menos. 

			La inclusión de estas «otras mujeres» en la historia a través del rescate de sus propios relatos para llegar a su experiencia e identidad, resulta ser un desafío importante para la historiografía actual, en tanto sus «voces bajas» (Guha 2002) son difíciles de recuperar desde los pasados subalternos. En este sentido, el término prostituta y prostitución serán empleados en este estudio en tanto corresponden a las categorías históricas, estigmatizantes, que se utilizaron a fines del siglo XIX y comienzos del siglo XX en el sistema social, político, legal y científico para referirse al comercio sexual ejercido por mujeres2.

			En el período que transcurre entre 1896 y 1940, y en el contexto de modernización de la sociedad y de la estructura económica, consideramos que la experiencia de la prostitución en Chile cambió, y sugerimos que esos cambios fueron producto de fenómenos históricos vinculados con las migraciones femeninas internas desde el campo hacia las ciudades, con el consecuente crecimiento urbano de la capital, Santiago, el surgimiento de una institucionalidad sanitaria para el control de las enfermedades venéreas, y la aparición de diversos movimientos de mujeres que comenzaron, por un lado, a tomar protagonismo en el espacio público mediante obras de caridad cristiana para rescatar a mujeres perdidas y, por otro, a promover desde el feminismo laico la conquista de derechos civiles. Paralelamente a estos procesos, el discurso conservador de la iglesia católica siguió teniendo relevancia en Chile sobre la política de la sexualidad, por tanto, también será un factor para considerar al momento de establecer la experiencia y construcción de identidad por contraste de las prostitutas. 

			En este contexto, el discurso moral y científico hegemónico, que estuvo atravesado por el miedo a la sífilis, señalaba que había un «alarmante aumento» de las enfermedades venéreas, lo que justificó que se comenzara a ejercer un control permanente sobre la prostitución desde el Estado. En 1896 se dictaminó el Reglamento de Casas de Tolerancia para la Municipalidad de Santiago; en 1925 se promulgó el código Long, primer Código Sanitario que prohibía el ejercicio de la prostitución de todo tipo a nivel nacional; y, en 1931, se dictó un nuevo Código Sanitario abolicionista, es decir, que prohibía la prostitución asilada en burdeles, pero admitía la prostitución independiente. Finalmente, en el Censo de 1940, y por primera vez en los registros censales, se incluyó a las prostitutas como trabajadoras, en calidad de meretrices (Gálvez y Monsalve 2017). 

			Paralelamente, el movimiento de mujeres que luchaba por obtener derechos civiles se sumó al discurso naturalizado desde la biología de la diferencia entre hombres y mujeres, y se organizó en torno al orden republicano masculino, donde su rol reproductivo y de madres fue extendido al espacio público como guardianas de la república (Castillo 2011), y donde las mujeres fueron representadas como seres naturalmente virtuosos, honorables e íntegros. 

			En este escenario homogeneizador de la naturaleza y la experiencia femenina, cabe preguntarse ¿en qué posición quedaban las mujeres que no eran respetables ni virtuosas, como las prostitutas? La respuesta provendrá desde el victimismo, ya que la prostitución no era considerada como una opción laboral/económica de las mujeres, sino como una consecuencia no deseada del avance de la modernización y el capitalismo en las ciudades. Y como víctimas se las podía reformar, educar e higienizar, pero no reconocer derechos, porque eran el «Fruto envenenado del árbol capitalista» (Hutchison 1998).

			El control de la conducta sexual femenina fue una materia política explícita en Chile a fines del siglo XIX y comienzos del siglo XX, donde el discurso médico científico y la moral sexual tuvieron roles protagónicos. Por tanto, tenemos la posibilidad de conectar, según sugiere Joan Scott, el estudio de género de la prostitución con el estudio de la política, donde se negocian las relaciones de poder. Esto es de relevancia teórica y metodológica, porque «las ideas y estructuras políticas confirman y marcan los límites del discurso público y de todos los aspectos de la vida, incluso de aquellos ciudadanos que están excluidos de la participación política» (Scott 2011). Los «no actores», según el término empleado por Tim Mason, operan de acuerdo con las normas establecidas en el ámbito político y, consecuentemente, la esfera de lo privado, donde se inserta la sexualidad, sería una creación pública. 

			Uno de los lugares comunes más recurrentes en torno a la prostitución en el periodo estudiado, tanto a nivel nacional como internacional (Gálvez Comandini 2017), fue el de su vinculación con la trata de blancas, es decir, el tráfico de mujeres europeas hacia América con fines de explotación sexual. Tanto así que prostitución y trata se transformaron en sinónimos, situación que contribuyó a victimizar/criminalizar el ejercicio de la prostitución, persiguiéndola y hostigándola, aunque esta no fuese considerada legalmente como un delito. 

			En países como Argentina, Uruguay y Brasil, el discurso de la trata de blancas cobró relevancia y sentido debido a las ingentes masas de inmigrantes que llegaban a sus puertos desde Europa. Sin embargo, y de acuerdo a las investigaciones de Donna Guy (1994), Cristiana Schettini (2014) y María Luisa Múgica (2001 y 2014), ese discurso sobre el tráfico de mujeres tenía más que ver con un dispositivo de control de las élites políticas e intelectuales sobre el género, la clase y la raza, con una fuerte impronta racista, nacionalista, higienista y moral, que con una verdadera red internacional de proxenetas esclavizando mujeres europeas en la prostitución, ya que «los casos verificables de trata de blancas eran poco frecuentes» (Guy 1994, 18). Esto se debe principalmente a que la mayoría de las mujeres que viajaban a América a prostituirse, ya eran prostitutas en sus países de origen.

			En consecuencia, la presencia e importancia de las redes de trata como principal eje promotor para el ejercicio de la prostitución a nivel nacional mediante el tráfico de personas, no ha sido comprobado históricamente en nuestro país. Y a pesar de que este fue un discurso vinculado a la migración internacional, igualmente fue instalado en Chile por parte de los sectores prohibicionistas y abolicionistas. 

			No obstante, en Chile también existía la prostitución, con cifras indicadas como alarmantes por parte de las autoridades locales (Góngora 1999, 37-47). Por tanto, podríamos señalar que el fenómeno de la prostitución no fue una realidad exclusivamente asociada a las migraciones internacionales, al crimen organizado ni a la trata de blancas, sino que era una circunstancia femenina propia de las nuevas ciudades en proceso de expansión capitalista y modernización. 

			Al alero de esta discusión, es que vale la pena preguntarse: ¿Las mujeres que ejercían la prostitución en Chile a comienzos del siglo XX, adoptaron pasivamente el rol de víctimas del patriarcado y del capitalismo o fueron mujeres que, a partir de su experiencia histórica y construcción identitaria, también se reivindicaron como sujetos autónomos sexual y económicamente? ¿O se movieron dialécticamente entre estas dos posturas, según su conveniencia? ¿Cómo negociaron, vivieron o sobrevivieron las mujeres que ejercían la prostitución a la identidad estigmatizada de putas asignada por la sociedad? ¿En qué medida la experiencia e identidad que ellas asumieron se asemejaba o contradecía con los discursos hegemónicos que las determinaban? 

			Estas son las interrogantes que dilucidaremos para intentar conocer y comprender por qué algunas costureras, lavanderas, criadas o mujeres sin profesión se dedicaron a la prostitución y otras no, si hubo agencia en esa acción, cuál fue su experiencia en la prostitución y si conformaron una identidad colectiva asociada al oficio de prostitutas.

			Desde el feminismo contemporáneo, autoras como Gail Petherson, Raquel Osborne, Dolores Juliano y Beatriz Gimeno, entre otras, han señalado la importancia de escuchar la voz de las propias mujeres que ejercen el trabajo sexual. Petherson (1989), en particular, ha señalado que 

			las prostitutas nunca habían sido legitimadas como portavoces o como agentes autodeterminados, ni por aquellos que las defienden contra los abusos masculinos ni por los que dependen de ellas para su servicio sexual. Es una posición política radical asumir la legitimidad de las prostitutas (38). 

			Este libro recoge este desafío desde la disciplina de la historia, donde intentaremos demostrar, desde el enfoque teórico feminista, de género y de la subalternidad, que la legitimidad de las prostitutas se construyó mediante su rol como sujetos sociales, capaces de tomar decisiones por sí mismas, influidas más no completamente determinadas por las estructuras, y como sujetos activos con capacidad de agencia sobre sus propias vidas. En la lógica del feminismo latinoamericano, y en palabras de la filósofa feminista chilena Alejandra Castillo: «Hay política en todo conflicto donde lo que está en juego es la lucha por el orden de visibilidad/inclusión» (2005, 1).

			Es por ello que postulamos que las mujeres que ingresaron al oficio de la prostitución en Chile entre 1896 y 1940 no fueron siempre engañadas, obligadas o corrompidas por redes de trata de blancas, como se expresaba en el discurso hegemónico u oficial. Nuestra hipótesis apunta a señalar que en Chile existió un importante número de mujeres que ingresaron al oficio de la prostitución debido a una decisión económica, sexual y familiar personal, exenta de coerciones directas vinculadas al proxenetismo o trata de blancas. Se trataría, más bien, de mujeres nativas que, debido a las migraciones internas, debieron buscar una forma de subsistencia en la ciudad que fuera más rentable que el servicio doméstico, el lavado o el planchado. A su vez, postulamos que estas mujeres desarrollaron una identidad en torno a su oficio prostibulario que estuvo influenciada por su experiencia personal y colectiva en el comercio sexual. 

			Es probable, entonces, que las prostitutas se identificaran a sí mismas en una relación dialéctica entre su independencia económica y sexual, y el victimismo. Por tanto, proponemos que esta debió ser una identidad dinámica, que a la luz de la propia experiencia se pudo ir modificando y transformando dependiendo del contexto legal, las circunstancias sociales e interlocutor, siendo este dinamismo especialmente marcado por los períodos de tolerancia, prohibición y abolición del meretricio entre 1896 y 1940.

			Además, proyectamos que en el marco de esta experiencia debieron elaborar estrategias de discurso y acción que les permitiesen lidiar hábilmente con el influjo de elementos exógenos asociados a la doctrina del victimismo (trata de blancas y explotación sexual) que giraban en torno a la prostitución, propio del alegato público del nuevo feminismo ilustrado republicano, del Estado y de la Iglesia, lo que podría haber derivado en alguna forma de organización o de redes de apoyo con potenciales rasgos de agencia.

			Los términos clave del análisis para este estudio serán la experiencia femenina de la prostitución, la construcción de identidad de la prostituta, la política de la sexualidad y la subalternidad. Será por medio de esta ecuación que pretendemos llegar a la experiencia e identidad de género en la prostitución, como una construcción de significado subjetiva y social de la experiencia empírica femenina subalterna. Centraremos el análisis en aquellas prácticas y discursos que nos permitan identificar los elementos sociales que confluyeron en la construcción de la identidad y experiencia del sujeto prostituta. Para ello, el libro se ha dividido en dos partes. 

			La Primera Parte inicia con el capítulo 1, titulado «Construcción de la identidad prostibularia», que presenta una reflexión teórica y metodológica que permite definir las categorías de análisis, especialmente en lo referente a la construcción de la identidad por medio de la experiencia histórica, otorgando relevancia a la variable del estigma social en las construcciones de género y subalternidad en la prostitución. Aporta, por otro lado, elementos de contexto que sirven para fijar la historización del comercio sexual en Chile entre 1896 y 1940, atendiendo a la importancia del proceso de modernización, al surgimiento del higienismo estatal como paradigma científico, a la irrupción de los movimientos de mujeres en el espacio público y la fundamentación de una moral sexual diferenciada para hombres y mujeres.

			Este capítulo también da cuenta de manera situada respecto de los fenómenos sociales e históricos que confluyeron en Chile, entre 1896 y 1940, para que las mujeres que ejercían el comercio sexual fueran emplazadas en una identidad social esencializada y estigmatizada, básicamente por la carencia de honor. Dentro de los estigmas desvalorizadores de la prostitución, se han podido identificar, para el caso de Chile, al menos cuatro categorías compartidas por médicos y legisladores, y también por las mujeres de la caridad y feministas laicas, respecto de lo que la prostitución representaba socialmente, entre ellas se encuentra su relación directa con las enfermedades venéreas, la desvalorización cognitiva y espiritual de las prostitutas, su bajo nivel de escolarización asociado a su ignorancia, y el desarrollo de vicios propios de las personas más bajas de la sociedad, como el robo y la mentira. Sin embargo, a lo largo del capítulo se deconstruyen estos estigmas, a la luz de la información histórica y estadística de la vida en las ciudades, donde las prostitutas, lejos de ser mujeres subnormales, no eran más que una muestra representativa de la media femenina que poblaba las urbes en crecimiento. 

			El capítulo 2, titulado «Putas y santas. Construcciones sobre prostitución y prostitutas», aborda los discursos intragénero que surgieron desde las feministas hacia las prostitutas y cómo estos contribuyeron a generar un relato de victimización de las mujeres en el comercio sexual. Además, este capítulo ofrece una visión respecto de las instituciones de rescate diseñadas para salvar y penar a las meretrices, destacando la labor de la Cruz Blanca, en manos de mujeres católicas de la élite local y de la congregación de las Hermanas Adoratrices del Santísimo Sacramento, y de la Casa Correccional de Mujeres, administrada por la congregación religiosa del Buen Pastor de Angers. En ambos casos, se muestran las formas de control y administración de disciplina sobre los cuerpos en busca de una regeneración de las almas (que muchas veces no llegaba) y cómo estas pudieron influir en la experiencia e identidad de las prostitutas. 

			En el capítulo 3, «Autonomías y resistencias: la construcción de un ‘nosotras’», se presentan las prácticas de autonomía y resistencia que desplegaron las meretrices en torno a su oficio y en los espacios de reclusión, evaluando cómo esto contribuyó en la construcción de una identidad colectiva como prostitutas, una identidad que era marginal respecto del virtuosismo ideal femenino, y que manipulará algunos elementos del discurso oficial en la construcción de un «yo» y un «nosotras».

			La Segunda Parte, inicia con el capítulo 4, «Cómo se llega a ser prostituta», cuyo eje articulador es el análisis de la experiencia de ser mujer popular en las ciudades en el período estudiado, destacando especialmente aspectos de la vida material y condiciones de trabajo que motivaron a muchas mujeres a abandonar trabajos mal pagados y optar por la prostitución. Utilizando los discursos de las prostitutas y las estadísticas médicas, se han reconstruido los argumentos y las motivaciones que las mujeres pobres tenían para ingresar al comercio sexual, identificando al menos cinco categorías que agrupan múltiples experiencias y estudios respecto de la vida antes de ser prostituta: entre ellas se encuentra la pobreza y la necesidad de vestir con decencia, el engaño de un seductor, la violencia intrafamiliar que las impulsaba a abandonar el hogar, la corrupción de menores, y la propia voluntad de ejercer el oficio de prostituta. 

			Estas categorías se entrelazan para tejer una trama de vida que, con mayor o menor presencia de sus elementos, apoyaban o sentaban las bases para el ingreso al comercio sexual. 

			El capítulo 5, «La vida en el oficio de prostituta», estudia la experiencia en el oficio de la prostitución, como asiladas en las casas de tolerancia o en las calles como clandestinas, relevando aspectos de la vida de las prostitutas poco tratados, como la maternidad y las enfermedades venéreas. Por otra parte, este capítulo indaga en las estrategias laborales de las prostitutas y en el dinamismo de las relaciones en el comercio sexual, destacando principalmente la movilidad laboral dentro del oficio, el que era visto, la mayor parte de las veces, como una actividad pasajera que les permitiría abandonar la pobreza.

			Por su parte, el capítulo 6, «Redes, poder y conflictos en la mala vida», profundiza y analiza las formas de administración del negocio de la prostitución, principalmente en burdeles, y las redes de influencia y de poder que se generaban en su interior y en su entorno, entre dueños y dueñas, regentes, inspectores municipales, policías, clientes y prostitutas. Estas mismas redes servirán para promover la movilidad e intercambio de mujeres a nivel local, conseguir favores de la policía y los inspectores (y viceversa), promover la desobediencia de clausura como parte de la rutina prostibularia, y mantener una clientela constante, a pesar de las infracciones y sanciones. Todos estos aspectos redundarán en la experiencia laboral de las meretrices, ya que ellas formaban parte de este entramado, aunque no siempre ocupaban posiciones centrales o de poder en él. 

			Además, el capítulo da cuenta de los conflictos y la violencia como parte de la vida cotidiana en la prostitución, lo que se revela a través de los testimonios de las propias prostitutas que, al ser consideradas como mujeres no respetables, eran blanco de todo tipo de abusos y excesos, especialmente de aquellos que tenían una posición jerárquica sobre ellas, léase dueños y dueñas de los prostíbulos, regentes del local, policías e inspectores sanitarios. Los clientes se encontraban al margen de lo que las propias mujeres entendían por conductas abusivas o violentas, puesto que ellas no interpretaban el sexo pago como una acción de agravio o subordinación. De hecho, fueron los abusos dentro de los burdeles los que motivaron incipientes demandas gremiales por casa y discretas formas de organización por parte de las mujeres. 

			A partir de este último aspecto, el capítulo final, titulado «Formas de organización, redes de apoyo y solidaridades en la prostitución», se centra en las relaciones de solidaridad, de amistad y amorosas en el escenario del comercio sexual, donde las mujeres construyeron redes y puentes que les sirvieron como apoyo y contención en contextos de dominación. 

			Esta investigación no busca presentar una imagen romántica o idealizada de la prostitución en Chile y tampoco de un victimismo extremo, sino que busca una nueva interpretación desde el prisma de las propias mujeres que ejercieron el oficio, y de los grupos y actores que las rodeaban. Y si bien las fuentes seleccionadas son ricas y representativas del fenómeno, ya que en ellas se encuentran las voces de las prostitutas, este es un tema abierto, no agotado ni concluyente, del que se espera surjan nuevos estudios que contribuyan a expandir el conocimiento sobre la historia de las mujeres y de los grupos subalternos de la historia de Chile.

			Por último, señalar que en todas las citas textuales se ha respetado la ortografía original.


			

			
				
					1	Este aspecto está claramente definido y referenciado en los siguientes textos: Scott (2011, 1993); Perrot (2000 y 2009); Spivak (2011); Stuven, y Fermandois (2007); Bock (1991); Duby y Perrot (1993); Pérez-Fuentes Hernández (2012); Barrancos (2002).

				

				
					2	 La categoría social y política de trabajadoras sexuales surge con posterioridad a la temporalidad de este estudio. Por tanto, utilizarla para referirnos a las mujeres que ejercieron el comercio sexual en el pasado, sería anacrónica. Reconocemos que actualmente el término prostituta es una categoría estigmatizante para referirse al trabajo sexual en algunos países, por tanto, asumimos la reconstrucción histórica de la identidad y la experiencia femenina en el comercio sexual desde ese estigma como parte de la propuesta de esta investigación.

				

			

		


			Primera parte
Prostitutas y prostitución: 
Conceptos, temporalidades y contextos


		
			Capítulo 1
Construcción de la identidad prostibularia

			Aunque a las prostitutas se les llame ‘mujeres públicas’ para oponerlas conceptualmente al resto de las mujeres, cuya esfera sería la privada, esta distinción no funciona en el sentido de otorgarles los derechos que la esfera pública concede a los hombres.

			Dolores Juliano (2002, 59).

			1.1. Prostitutas y prostitución: reflexiones sobre su historización

			Modernización y capitalismo

			En medio del crecimiento económico y urbano propio de la Modernización en América Latina, que abarca el período de este estudio, la prostitución comenzó a incrementarse y visibilizarse cada vez más en las ciudades como una posibilidad de trabajo para las mujeres, reglamentándose por parte del Estado moderno bajo la administración y fiscalización municipal (Lei de organización y atribuciones de las municipalidades 1891, 261-356), al igual los mataderos, la policía de seguridad y de salubridad, los dispensarios médicos, hospitales, escuelas, obras públicas, el aseo y ornato, entre otros. Sin embargo, la nueva legalidad asignada en 1896 no significó un cambio en el estigma que conllevaba ser prostituta. 

			Esto ocurre porque puede haber modernización (económica, institucional y/o material) sin que, necesariamente, se produzca el mismo efecto y un cambio a idéntico ritmo en las mentalidades, tradiciones, valores, creencias, representaciones y pensamientos de las sociedades, es decir, sin conformar inmediatamente un pensamiento moderno. Uno de los principales expositores de esta teoría para América Latina es Néstor García Canclini (2001), quien señala que, en el período estudiado, la región experimentó una evidente hibridez respecto de las visiones modernas y tradicionales, ya que hubo una modernización «con expansión restringida del mercado, democratización para minorías, renovación de ideas pero con baja eficiencia en los procesos sociales» (83), lo que se conjugó con la preservación de tradiciones materiales y simbólicas. 

			Asimismo, las características del comercio sexual en las ciudades se inscribieron dentro de los cambios que se registraron en el proceso de modernización de los nuevos Estados liberales, específicamente, en lo que respecta a la percepción del trabajo femenino, principalmente de los sectores populares, donde las mujeres se vieron exigidas a buscar trabajo remunerado fuera de sus hogares para subsistir. Por tanto, para comprender el rol de la prostitución en la urbana sociedad moderna, es necesario entender el rol del mercado sobre el trabajo femenino. 

			Scott afirma que las mujeres siempre trabajaron fuera de sus casas, inclusive «en el período previo a la industrialización, las mujeres ya trabajaban regularmente fuera de sus casas» (1993, 103). Esta reflexión indica que lo que cambia en el siglo XIX, en un intento de establecer una separación tajante entre producción y reproducción, son las percepciones y discursos de género sobre la división sexual del trabajo, y no necesariamente los lugares de producción o los tipos de labores desarrolladas por las mujeres. A los hombres se les estimulaba cada vez más a ordenar y disciplinar sus vidas por medio del matrimonio y del trabajo remunerado (fuera del espacio doméstico) para mantener a sus familias, y a la mujer se la incitaba a la maternidad y a velar por el cuidado de dicha familia. 

			Dentro de los precarios trabajos a los que podían acceder las mujeres de los sectores populares urbanos, como lavado, planchado, servicio doméstico, obrera industrial y prostitución (entre otros), esta última parecía ser la que ofrecía mejor remuneración, mayor independencia y tiempo libre. En Chile, el médico Luis Prunés (1926) destaca en su estudio sobre 119 mujeres encuestadas en cuatro ciudades en 1925 (99) que el 55% de ellas ingresó a la prostitución por razones económicas, e identifica dentro de los factores que empujaban a las mujeres a la prostitución «los deseos de poseer un buen traje, de pasar bien el tiempo, de lograr excitación, etc., otras han sucumbido por desaliento, fatigadas por las condiciones de trabajo penoso» (57). Por tanto, no es de extrañar que muchas mujeres optaran por la prostitución como un trabajo o negocio, permanente o complementario a sus actividades habituales en las ciudades, donde ganaban más dinero que en otras labores que eran pesadas y mal pagadas.

			En consecuencia, el ejercicio de la prostitución en el período de la modernización de fines del siglo XIX y comienzos del siglo XX en Chile, tiene que ver justamente el establecimiento de normas de conducta y de higiene para las mujeres que registraban la prostitución como su principal ocupación en el Registro General de Mujeres Públicas3. Ambas dimensiones serán evaluadas y fiscalizadas por las autoridades del período, debiendo los burdeles estar patentados y las prostitutas debidamente inscritas en el registro legal y sanitario. 

			Este esquema de ordenamiento de la prostitución desde el Estado, tomado del modelo napoleónico francés4, se aplicará con mayor celeridad en países como Argentina (Rosario 1874 y Buenos Aires 1875) y Uruguay (1886), debido al fenómeno de la masiva inmigración europea frente a las expectativas de mejores oportunidades fundadas en la riqueza que representaban esos países para los recién llegados. Por su parte, en Chile el reglamento se aplicó más tardíamente (Santiago 1896 y Valparaíso 1898), ya que serán las migraciones internas5, y principalmente la femenina, las que aportarán la mayor cifra de prostitutas a las ciudades. 

			Dentro de los principales impactos de la modernización sobre la prostitución se encuentra, en primer lugar, su aumento en las ciudades debido a la creciente y sostenida urbanización del período, ya fuese por migraciones internas o externas, que empujaron a las mujeres a buscar trabajos mejor remunerados en el espacio urbano, o a complementar trabajos mal pagados con el comercio sexual. 

			En segundo lugar, su mercantilización, ya que de acuerdo con María Luisa Múgica (2014), «las características de la prostitución moderna tienen que ver con la regla sostenida del pago dinerario» (9), es decir, con su ingreso al sistema capitalista monetarizado, ya que la vida en la ciudad, con sus habitaciones reducidas, impedía, a diferencia de la vida en sectores rurales, el autosustento familiar, colocando el espacio productivo fuera de lo doméstico, donde a cambio de trabajo se entregaba dinero6.

			Y en tercer lugar su burocratización, con la institucionalización desde el Estado de la mercantilización del cuerpo de las mujeres no respetables mediante reglamentos, el registro de prostitutas, la restricción del espacio de trabajo y la vigilancia policial y sanitaria, ya que, como veremos, la prostitución, aunque estigmatizada, cumplía una función social en la coyuntura del espacio urbano, por lo que era considerada un mal necesario. Fue una ecuación entre la tolerancia y el rechazo.

			Higienismo estatal

			En este contexto, surge la medicina estatal en Chile, que comienza a crear una serie de instituciones que ayudarán a poner en práctica las medidas de profilaxis social, controlando y vigilando los aspectos más íntimos de la vida de las personas, en el nombre del Estado y de la ciencia. Es así como en 1886 se crea la Policía Sanitaria, en 1889 el Consejo Superior de Higiene y en 1892 el Instituto de Higiene por medio de la promulgación de la Ley Orgánica de Higiene Pública. Estas instituciones son una señal de que el Estado comenzaba a preocuparse cada vez más de la salubridad de la población. En 1900 en Chile existían 60 hospitales, 8 hospicios para inválidos, 6 casas de huérfanos y más de 100 dispensarios (Urriola, Massardo, Molina y Monasterio 2009).

			La prostitución fue considerada una enfermedad social, utilizada como parámetro de lo «desviado» para establecer lo que debía ser considerado «normal», y como señala Rivière-Gómez (1994) «se nos ofrecieron modelos laicos para explicar conductas desviadas y subversivas» (23). En tanto enfermedad social, no escapó de la modernización y su afán homogeneizador de la experiencia del sujeto, mediante la normalización, el disciplinamiento y control del cuerpo desde el Estado hacia las bases sociales. En este contexto surgirá el primer reglamento de Casas de Tolerancia en Santiago, puesto en vigencia el 1 de agosto de 1896 (ANCh, M.S., 28 de noviembre de 1896)7. Básicamente, lo que el reglamento imponía era una organización y estructura para tolerar la prostitución. Ya que, si bien existía prostitución en Chile antes del reglamento, la regulación por parte de las autoridades permite vislumbrar la necesidad de ejercer control sobre un escenario y unas prácticas que se situaban al margen de la ley, con cuerpo y vida propia. 

			La creación de un Reglamento para controlar el funcionamiento de estos establecimientos, los puso administrativamente al mismo nivel de otras instituciones del Estado que debían ser vigiladas y fiscalizadas en sus tareas, tales como escuelas, servicios públicos, cárceles, etc. El reglamento instruyó sobre el registro que se debía llevar de las casas de tolerancia en la Municipalidad y, el registro de las prostitutas que allí trabajan, que incluía el diseño de una libreta que deberían llevar consigo las meretrices y en la que los médicos indicarían su estado de salud. También se pronunciaba sobre los entornos de ubicación físico-espacial que los lupanares debían tener (a más de 150 metros. de escuelas, cuarteles o iglesias), prohibía la venta de alcohol y señalaba que tanto las prostitutas asiladas (las que vivían en los burdeles) como las clandestinas (no registradas y que ejercían al margen del reglamento) deberían ajustarse a este. Pero además tenía un acápite especial dedicado a la labor que debían cumplir los médicos del servicio: estos serían nombrados por la Municipalidad y deberían visitar una vez a la semana a las asiladas para verificar su estado de salud por medio de un control sanitario que implicaba un examen físico y ginecológico. 

			En este caso, el prostíbulo vendría a operar como una institución de secuestro (en el sentido que Foucault concede al término), en el cual se intentaba recluir a la prostituta asilada para poder tener una mejor vigilancia y control sobre su cuerpo y sus acciones, impidiendo su paso al espacio público, permitiendo y tolerando su comercio dentro de un espacio autorizado, vigilado y reconocido para la «perversión»; previniendo así que esta trasladara su mal al resto de la sociedad e impidiendo la corrupción social, física y moral que se suponía la prostituta promovía con su sola presencia. La prostitución asilada, considerada un mal necesario, encerrada dentro de ciertos límites y vigilada por el Estado fue, en este sentido, considerada mucho menos dañina que la prostitución clandestina. Sin embargo, las resistencias de las mujeres a la reglamentación y al encierro en el burdel se evidenciarán en las numerosas multas e infracciones que se encuentran registradas en los archivos de la policía y de la intendencia; por tanto, la rigidez de la normativa no vendría tanto a demostrar su eficacia, sino más bien su debilidad frente a la prostitución.

			Movimientos de mujeres en el cambio del siglo XIX al XX

			La clasificación de las mujeres y de su posición social según sea su comportamiento sexual, ha sido la división y distinción de clases primordial entre las propias mujeres8. Fue este mismo encasillamiento y separación, tan naturalizado y regulado en la cultura patriarcal mediante la religión y las leyes, el que imposibilitó la temprana construcción de alianzas entre las mujeres de la aristocracia o élites con las de las clases inferiores, transformándose en uno de los pilares fundamentales de la discriminación al interior del género femenino entre las mujeres de la misma o diferente clase, subdividiéndose, otra vez, entre ‘decentes’ e ‘indecentes’, ‘respetables’ y ‘no respetables’, o ‘privadas’ y ‘públicas’.

			El siglo XIX no estuvo libre de esta división del comportamiento sexual, ya que fue un período cardinal para que las mujeres accedieran al espacio público a demandar derechos que les habían sido sistemáticamente negados por el mundo de los hombres. Una de sus primeras demandas fue el derecho y acceso a una educación igualitaria, la que consiguieron en Chile el año 1877 con el Decreto Amunátegui, que permitía el acceso de las mujeres a la educación universitaria, considerando que esto era provechoso para la crianza de los hijos o para contar con profesionales «naturalmente» cualificadas para la asistencia de otras personas, como, por ejemplo, médicas, enfermeras y profesoras. Además, se prevenía que, en caso de carecer de una red familiar, pudieran ganarse la vida de manera decente y honrada. 

			Este fue un hito fundacional que marcó una diferencia con temporalidades anteriores, ya que las mujeres que lograron obtener una educación igualitaria con los hombres comenzaron a demandar igualdad en el campo de la política, poniendo en evidencia la paradoja del republicanismo nacional, que declaraba la igualdad de los sujetos mientras dejaba a la mitad de la población, la femenina, fuera de la vida cívica. De acuerdo con Alejandra Castillo (2005), «de esta forma, las mujeres redefinirán el espacio de lo político, y harán emerger, a su vez, la política demostrando el desacuerdo de ser parte de la sociedad y no ser reconocidas como miembros de ella» (6). 

			Sin embargo, el feminismo latinoamericano de fines del siglo XIX se alineó con el discurso republicano liberal, que se apoyaba en las diferencias biológicas entre hombres y mujeres para establecer las distinciones de género y el lugar que cada uno debería ocupar en el espacio público y privado. Es así como mediante el nuevo «feminismo republicano […] apoyándose en lo diferente (la biología y la maternidad), las mujeres buscaron construir un camino para el reconocimiento de su estatus como ciudadanas» (Lobato 2008, 39). 

			Por tanto, casarse y tener hijos era la misión de las mujeres en el mundo, la casa su lugar y la familia su deber. Fue esta la figura moral que utilizaron las mujeres para acceder al reconocimiento de derechos civiles y políticos que tanto anhelaban, ya que su argumento se apoyaba en que, si eran suficientemente aptas y morales como madres para criar a sus hijos y cuidar de su familia, y como docentes para educar y transmitir valores a los futuros ciudadanos de la nación, entonces también debían serlo para poder participar en los asuntos políticos.

			Bajo estos parámetros, el movimiento de mujeres no fue revolucionario, sino más bien reformista, ya que la política utilizada de la acción afirmativa (Castillo 2005, 12) no buscaba romper con el marco cultural existente, sino que insertarse en él, con la utopía de que la sola presencia de las mujeres en el espacio público/político, como sujetos virtuosos, podría transformar dicho marco cultural y social que las excluía. Judith Walkowitz (1993) manifiesta esta utopía en los siguientes términos: «por nuevo que todo esto fuera, tales mujeres se hallaban imaginariamente atadas a un repertorio cultural limitado y forzadas a remodelar los significados culturales dentro de ciertos parámetros… para hablar de su verdad tuvieron que valerse de los conceptos que la cultura de la época ponía a su disposición» (64-65). 

			Y esos conceptos no eran otros que los proporcionados por la ciencia y la tradición, que naturalizaban y legitimaban en la biología de machos y hembras las desigualdades sociales y, a su vez, homogenizaban un único modelo de femineidad aceptable, apoyado en argumentos biológicos y morales, propios del mundo privado femenino, como la virginidad, la maternidad y las políticas del cuidado, las que se trasladaron al discurso público como virtudes fundamentales del ser mujer. Por tanto, a juicio de Lerner, «las feministas del siglo XIX, tanto de Norteamérica como de Inglaterra, consideraban más altruistas a las mujeres que a los hombres a causa de sus instintos maternales y su práctica de siempre, y más virtuosas a causa de su supuesta tendencia de ser el sexo débil» (1990, 51). 

			Este mismo tipo de pensamiento se hizo presente en Latinoamérica, en Argentina, Chile y Uruguay, donde el feminismo liberal tuvo una base urbana asentada principalmente en mujeres de clase media, con algún grado de educación superior, las que recurrieron al feminismo de tipo compensatorio como estrategia de participación activa en la vida pública, que apelaba a las ‘cualidades innatas’ de la mujer, a decir, «la ‘mayor sensibilidad’ que se le atribuía respecto de los sentimientos ajenos, y su sentido más acrecentado del deber moral, fueron las bases de su reclamo para ocupar un lugar en el mundo» (Lavrín 2005, 72). Además de la educación, las feministas de raigambre socialista, vinculadas a la clase obrera, comprendieron rápidamente que otro factor de nivelación con los hombres era el trabajo femenino fuera del hogar. Y la prostitución no estaba precisamente dentro de la categoría «trabajo», más bien era percibida como una explotación de la sexualidad femenina a la que había que abolir (44). Según lo interpretado por Lavrín, en 1910 para las feministas «‘trabajar’ quería decir acción social fuera del hogar» (49), por tanto, existía una ética laboral que iba más allá de ganarse el pan de cada día, que apuntaba mucho más alto, a encumbrar la moralidad y vida material de las mujeres. Y la prostitución cumplía solo con el segundo punto. 

			Fue el enaltecimiento de estos valores morales como superiores, que aparentemente eran inherentes a la mujer como ser biológico y moral, los que llevaron a travestir la condición de aquellas mujeres que no eran virtuosas y tampoco respetables madres de familia, como las prostitutas. Las prostitutas fueron representadas como mujeres débiles y corrompidas, víctimas del sistema capitalista y de la modernización imperante en las ciudades. En cuanto víctimas, había que defenderlas, luchar por salvar su dignidad y, a su vez, se las eximía de culpabilidad, pues al ser víctimas no eran responsables de sus acciones. 

			Cristiana Schettini (2005) señala que gran parte del vocabulario de las feministas abolicionistas fue tomado del vocabulario de la lucha contra la esclavitud; entonces, parte de su estrategia consistía en «que el vocabulario empleado para describir las dinámicas internacionales de la prostitución –esclavitud blanca, tráfico de blancas, abolicionismo– fuera el mismo utilizado por los movimientos contra la esclavitud africana en el occidente, a lo largo del siglo XIX» (29). Y este fue el vocabulario de la cruzada moral que emprendieron las feministas abolicionistas en contra de la prostitución, actuando como representantes de las víctimas mediante sus discursos y alegatos, tanto en América Latina como en Europa9, lo que a su vez «legitimaba moralmente la intervención política de ciertos grupos a favor de las víctimas» (39), como médicos y funcionarios estatales. Al considerar la prostitución como un vicio masculino y a las prostitutas como mujeres esclavas producto del tráfico de personas o trata de blancas, se criminalizaba al comercio sexual y a todos los que intervenían en él, menos a las prostitutas. 

			Lo que estaba en juego era, sin duda, algo mucho mayor que la lucha contra la sífilis y la gonorrea, o la lucha contra la explotación de la sexualidad femenina. Lo que estaba en juego era «la forma inaceptable en que la conducta sexual femenina determinaba el comportamiento de la familia, del buen ciudadano y, por último, el honor nacional o religioso» (Guy 1994, 49). Es decir, intervenía en todo aquello significativo para la construcción de una nueva nación liberal y moderna, unificada y homogénea, que se legitimaba en la conformación de la familia con valores burgueses y católicos. 

			En este contexto, dentro de la categoría «mujer», la prostituta fue considerada una transgresora del modelo de femineidad aceptable, por tanto, fue oprimida y silenciada por las mujeres virtuosas, que bregaban por ser incluidas en la esfera política de la toma de decisiones. En este sentido, Florencia Mallon (2009) revela que «ninguna identidad subalterna es pura y transparente; la mayoría de los sujetos subalternos son sujetos tanto dominados como dominantes, dependiendo de las circunstancias o ubicación en que los encontramos» (188). 

			Dentro de la comunidad femenina, las prostitutas fueron desplazadas por sus congéneres a un espacio de marginalidad simbólica, donde se les negó la autonomía y el derecho de expresión en el espacio público. La prostituta, cual afrenta a la moral, resultaba ser siempre una mujer peligrosa, porque hacía tambalear con su sola existencia todo el sistema moral y valórico de una sociedad caracterizada por enaltecer las virtudes burguesas y católicas. Es así como las virtuosas mujeres confinaron a las no virtuosas a la representación de «mujer caída», ya que «la mayoría de las mujeres aceptaba a la prostituta como una «otra» degradada, la envilecida alternativa sexualizada a la feminidad materna y doméstica» (Walkowitz 1993, 76). 

			Josephine Butler, una destacada feminista abolicionista inglesa del siglo XIX, describía a las prostitutas como seres desdichados, victimizándolas al extremo de que inhibía en ellas «cualquier factor activo de subjetividad compleja: solo podía concebirlas como víctimas inocentes falsamente atrapadas en una vida de vicio, agentes involuntarios de su propia historia, sin pasión sexual, todavía no «muertas para la vergüenza», todavía poseedoras de recato femenino» (Walkowitz 1993, 76). El conflicto surgía cuando alguna de las «víctimas» mostraba atributos de independencia sexual y/o económica, situación que al parecer era común en aquellas ciudades o épocas donde se practicaba la tolerancia y la regulación, y donde Butler se enfrentó con prostitutas con algún grado de autonomía activa y discursiva sobre su oficio, señalando que «parecían frías y duras, y me contaron en tono completamente desprovisto de emoción, que estaban registradas, que no hacían ningún mal ni causaban ningún daño, porque iban regularmente a su revisión» (Walkowitz 1983, 423). Estas tensiones evidenciaban la fragilidad del pacto femenino, especialmente porque las prostitutas no habían pactado, sino que eran objeto de discursos y prácticas a las que se debían ajustar según las circunstancias. 

			Yvette Trochón (2009) ha expresado que el discurso feminista, que siempre habló y actuó en nombre de las víctimas, alcanzó su cenit a nivel internacional en el ‘Convenio para la Represión de la Trata de Personas y de la Explotación de la Prostitución Ajena’, de Naciones Unidas del 2 de diciembre de 1949, donde oficial e internacionalmente «la persona que se prostituía pasaba a ser percibida como víctima» (110). El convenio acordaba que la prostitución era incompatible con la dignidad de las personas, promoviendo la reintegración social de las prostitutas y castigando a los proxenetas. 

			Es así como la puesta en escena del movimiento feminista proponía como universales las aspiraciones, demandas y valores de un grupo de mujeres en específico, las de la clase media, que fueron «capaces de convertir sus intereses en el foco principal del movimiento feminista y de utilizar la retórica de lo común que convertía su situación concreta en sinónimo de «opresión»» (Hooks 2004), eclipsando dentro de su discurso las necesidades y opresiones de las mujeres pobres de los sectores populares. Ya fuese al alero de trabajos domésticos de costura, lavado y planchado, o como obreras en fábricas de fósforos, de alimentos, textiles o tranvías, donde las mujeres fueron explotadas por míseros centavos, estas parecían ser mucho más vulnerables y expuestas a abusos y vejámenes que las propias prostitutas. 

			Por ello, señalamos que la relación del feminismo con la prostitución fue importante por cuanto pudo contribuir mediante su discurso y acción social a fijar nuevas referencias identitarias para las prostitutas, ancladas en la doctrina del victimismo y la explotación sexual, en el marco de las luchas para la obtención de derechos ciudadanos por parte de las mujeres respetables. 

			Moral sexual

			La laicización de los Estados liberales tiene que ver justamente con el apogeo de una de las aristas de la doctrina de la modernidad: el racionalismo científico propio de la ilustración, que desdeñaba todo aquello que se alejara de preceptos lógicos, exactos y positivistas. En este contexto, la religión, pero por sobre todo el poder de la Iglesia, era visto como un obstáculo para el proceso de modernización de las emergentes repúblicas liberales latinoamericanas. Por tanto, se volvió una tarea ineludible restar poder a la Iglesia y llenar esos espacios con el pensamiento de la modernidad. ¿Pero cómo hacerlo? La Iglesia continuaba teniendo una fuerte influencia de autoridad moral sobre la población, por lo que se determinó aprovechar esa influencia, pero reorientándola, y de paso restándole poder al clero, ya que, si bien se mantuvieron las lógicas patriarcales respecto de la moral sexual, ahora, en vez de la Iglesia, era el Estado ‘racional y moderno’ el encargado de fijar los límites y controlar la conducta sexual de la población (Guy 2001, 201).

			Es altamente probable que estos cambios en los niveles centrales de la administración política no influyeran directa o inmediatamente en la moral sexual de los sujetos del período estudiado, ya que esta se encontraba bien arraigada en sus costumbres y tradiciones. Por tanto, solo habría implicado un cambio del organismo que administraba los controles, ordenanzas o castigos, pero las reglas seguían siendo las mismas: la doble moral sexual patriarcal, donde «en la casa señorial se imponían las reglas rígidas que impedían tratos carnales a las hijas solteras, pero los varones podían ejercer el derecho de acceder a las niñas que servían, o a las muchachas de la peonada, o de quien fuere si el deseo así lo demandaba» (Barrancos 2014, 31). Por ende, la tradicional distinción entre mujeres ‘respetables’ y ‘no respetables’ seguía intacta, solo que esta última se amplió al trabajo femenino en el espacio público, ya que «no hubo legitimidad para el trabajo de las mujeres fuera del hogar, con excepción de las dedicadas a la docencia, hasta la segunda mitad del siglo» (Barrancos 2014, 31).

			Esto se debe a que la moral sexual de la sociedad latinoamericana, y la chilena en particular, había sido dominada por las doctrinas, sacramentos y dogmas que constituyeron la iglesia católica desde el período de la conquista y que, para el período de estudio, ya habían calado hondo en la sociedad y sus representaciones sobre la sexualidad. En este sentido, la moral sexual católica no fue otra cosa que el reforzamiento, mediante la legitimación dogmática, del sistema patriarcal milenario del que esta doctrina era deudora. Muchos de sus pilares principales no fueron invención del catolicismo, sino que recogían tradiciones ancestrales, anteriores inclusive al judaísmo precursor del cristianismo (Lerner 1990, 310).

			Bajo este prisma es que el siglo XIX se caracterizó por ser un siglo mariológico y papista, debido a la confirmación de dos nuevos dogmas de la iglesia: el de la Inmaculada Concepción de María, el año 1854, y el de la Infalibilidad del Papa, en 1870. En ambos casos, se reforzaron las metáforas de género de la virginidad femenina y de la autoridad masculina. 

			En consecuencia, solo la relación sexual por placer, aquella que no buscaba a los hijos, era pecado. Sin embargo, esto no libraba a los esposos ni a sus descendientes de la mácula del pecado original. Cualquier forma de relación sexual que no buscase la procreación era considerada pecado gravísimo y, por ende, cualquier acción que promoviese la contracepción era duramente castigada, como, por ejemplo, la masturbación, el coitus interruptus o cualquier posición sexual que difiriera de la que era considerada la óptima para la procreación: hombre arriba y mujer abajo (Ranke-Heinemann 1994, 253). Tanto es así, que, aun en el primer cuarto del siglo XX, el libro El matrimonio perfecto (1926), del médico ginecólogo Theodor Van de Velde, fue clasificado entre los libros prohibidos de la iglesia, por sugerir posiciones sexuales que promovían más bien el placer y no la procreación.

			Como vemos, el placer sexual, dentro o fuera del matrimonio, en soledad o en pareja, fue el principal enemigo de la iglesia, y por ende, en los siglos XIX y XX, el tema de la contracepción cobró gran relevancia en los confesionarios, donde los sacerdotes promovieron «una imagen del ser mujer desprovista de pasión» (Peña González 1997, 118). Las mujeres, a pesar de ingresar al mundo del trabajo remunerado fuera de su hogar, siguieron siendo vistas como seres débiles y proclives al pecado (como Eva), producto de su imperfección moral, por ende, debían ser permanentemente vigiladas y controladas en su actuar. 

			En los sectores populares, las mujeres eran mucho más libres e independientes sexualmente que sus congéneres de las élites, pudiendo mantener, de hecho, relaciones de convivencia informal (sin matrimonio) con más de un hombre durante sus vidas. Ahora bien, esto no significó que no existieran relaciones de género jerárquicas en los sectores populares, porque sí existieron, y la iglesia y la ciencia se encargaron de reforzar dichos roles para toda la población, pero al no haber patrimonio ni herencia de por medio, el matrimonio como institución de transmisión de capital fue muchas veces soslayado. 

			Esta separación entre mujeres «respetables» y «no respetables» generó un estigma en estas últimas, entendiendo por estigma «la situación de inhabilitación para una plena aceptación social» (Juliano 2010, 27), desacreditándolas social y moralmente, negándoles voz, credibilidad, prestigio y, en definitiva, valor social y cualquier tipo de acceso a un poder legítimo. Siguiendo esta construcción histórica del estigma de la prostitución, evidenciamos que la sociedad no prescindía de ella ya que, si bien la marginaba, la incluía desde una posición completamente periférica, desarrollando asistencia en la caridad y beneficencia eclesiástica, donde «no se reconoce a las personas afectadas la capacidad de actuar, decidir o evaluar por sí mismas. No son consideradas interlocutoras válidas» (Juliano 2010, 27). Esta es una situación de evidente desventaja y subalternidad, ya que se las inhabilita socialmente, teniendo siempre que intervenir en el sistema mediante la voz de otros y otras que puedan acreditar o desacreditar sus acciones, como, por ejemplo, monjas, sacerdotes, matronas de la caridad, médicos, abogados, jueces, actuarios o policías, entre otros.

			Bajo estos parámetros morales, el prostíbulo se presentaba como espacio de liberación de la sexualidad masculina, ya que al ser la prostituta una mujer ‘no respetable’, se podía practicar con ella lo que no se podía realizar con la esposa o compañera: «la moral sexual del período cercenaba por completo la posibilidad del goce irrestricto de estas [las esposas], y tal norma regía aún en medios menos atados a las tradiciones» (Barrancos 2014, 31). Según lo que nos informan otras investigaciones, hemos establecido que el sexo oral, el sexo anal y la masturbación, considerados pecados gravísimos y vicios que llevaban a la histeria, locura y otras enfermedades mentales, debieron ser los servicios más demandados o populares en los burdeles, y en los que algunas prostitutas se prepararon profesionalmente, ya que según la información recopilada por Schettini (2014), aquellas prostitutas que se especializaban, por ejemplo, en el sexo oral, podían ganar mucho más dinero debido a la alta demanda del servicio. Es así como «las mejores chicas eran las francesas, en especial las old-timers, especializadas en sexo oral. No importaba la apariencia ni la edad. Todo se resumía a la experiencia en esta especialidad, o por lo menos en la disposición para aprenderla: ‘Una vez que la chica gana una reputación, puede hacer una fortuna’» (30), señalaba un intermediario a un agente de la Liga de Naciones que actuaba encubierto para descubrir redes de trata de blancas en Argentina.

			Consideramos que tanto la construcción cultural de una sexualidad masculina basada en el deseo y pulsión irrefrenables como la prohibición moral del placer carnal con las mujeres respetables y la higienización de las prácticas sexuales, colaboraron a que la prostitución femenina se profesionalizara y que el prostíbulo floreciera como un espacio de transgresión que alimentaba las fantasías masculinas, y en el que muchas mujeres vieron una oportunidad de negocio y de ganancias mejores que las que ofrecía la costura, el lavado o servicio doméstico.

			Género y subalternidad

			Ya en 1987, Scott señalaba «por ‘género’ quiero decir no solo los simples roles sociales de hombres y mujeres, sino la articulación en contextos específicos, de la comprensión social de la diferencia sexual» (80), precisando que el género se debe entender como «la organización social de la diferencia sexual» (20). Por lo tanto, si el género es una construcción cultural y social, entonces los roles que mujeres y hombres cumplen en una sociedad determinada no tienen que ver, necesariamente, con su determinación física/biológica/genital entendida como hombre/pene y mujer/vagina, sino que, a partir de estas diferencias, las sociedades asignan roles, comportamientos, características sociales, transformando a las hembras de la especie humana en mujeres y a los machos en varones. Sin embargo, esta comprensión del ser hombre y mujer a partir de su «naturaleza» física ha operado para legitimar normas sociales específicas, haciendo que estas parezcan inmutables, en cuanto la genitalidad biológica lo es10. 

			Por tanto, el sistema sexo-género, acuñado por Rubin (1986, 97), es el sustrato que sostiene la construcción de género, normaliza los comportamientos, el relacionamiento social, las prácticas de la vida cotidiana, identidades, costumbres, etc. Además, define imperativos éticos que delimitan cuáles son las conductas correctas para hombres y mujeres, en un sistema de representaciones de género binario y excluyente de otras categorías que estén fuera de la heteronormatividad asociada a la femineidad y masculinidad, como por ejemplo, la homosexualidad y la bisexualidad11. Estos sistemas se sustentan en ideologías arraigadas en los imaginarios colectivos y en determinadas prácticas sociales, producto de agentes de socialización que operan normalizando, legitimando y reproduciendo, como la familia, la legislación, la escuela, los medios de comunicación, la ciencia, la iglesia, etc.

			Entonces, el género como categoría histórica es importante porque separó la naturaleza de la cultura, exponiendo que las identidades de género, si bien se apoyan en la sexualidad y biología reproductiva de los sujetos, obedecen a construcciones producidas en la interacción social y que, por tanto, están sujetas a cambios, es decir, le otorgó dinamismo a la posición que mujeres y hombres ocupan dentro de la sociedad y de la historia. 

			A su vez, el género ha permitido reflexionar sobre los factores que determinan las relaciones entre los sexos e intragénero, y cómo y en qué condiciones se han definido los diferentes roles y funciones para cada sexo a lo largo de la historia, evidenciando que ha existido variación en los significados de las categorías «hombre» y «mujer» según la época, el lugar o grupos sociales específicos, pero con un rasgo político definido, y es que existe un pacto sexual que antecede al pacto social (Pateman 2019 [1988]). En este sentido, Scott sugiere que la diferencia sexual está inevitablemente mediada e influida por nuestro conocimiento del cuerpo, un conocimiento que por cierto dista mucho de ser «puro», ya que no puede aislarse del papel que juega en el profundo campo de los contextos discursivos. Es decir, todo lo que entendemos como «natural» o «normal», incluyendo el «sexo», son conceptos con historia, construidos históricamente a través del lenguaje y, por eso mismo, sus significados varían a través del tiempo y a través de las culturas que los sostienen. 

			En este escenario epistemológico surge la cuestión sobre cómo historizar la experiencia de un colectivo femenino que operaba en los límites de lo legal, ya que las prostitutas estaban permanentemente vulnerando las normas que regulaban el meretricio, y transgrediendo la moral hegemónica. Para buscar respuesta a esta pregunta, se adoptará el enfoque de los estudios subalternos y del paradigma indiciario. La propuesta es rescatar la potencialidad del fragmento ante la intención universalista o idealista del discurso occidental republicano de las élites, basado en la construcción de una Nación homogénea que intentaba asignar temporalidades y experiencias uniformes a la población, inspirada, para el caso de las mujeres que ejercían la prostitución, en el discurso de la ciencia y la razón. 

			Gayatri Chakravorty Spivak (2011), integrante del grupo de Estudios Subalternos de la India, señala que «los estudios subalternos consideran el estrato más bajo de la sociedad, el cual no necesariamente está constituido únicamente por la lógica capitalista. Esta es su diferencia con el marxismo. Su relación teórica con el feminismo es que el subalterno tiene género, y por tanto, necesita ser estudiado con la ayuda de la teoría feminista» (358). Será también Spivak (1998) quien nos interrogue sobre cuáles son los límites de las y los historiadores para llegar a las voces de los subalternos, y su legitimidad para rescatar esos pasados, desde la postura privilegiada que le otorga la cultura dominante en el presente. Básicamente, lo que Spivak plantea es que si el subalterno tuviese una voz, un discurso que provocase impacto, entonces no sería subalterno. Y, si es subalterno, la dificultad radica, según Beverley (citado en Bustos 2002, 238), no en representarlo como un sujeto sociohistórico, sino en representarlo con fidelidad y propiedad, salvando la brecha epistemológica que nos separa de esos pasados y experiencias. 

			Como no se ha dispuesto de información de primera mano, solemos acercarnos al mundo de la prostitución a través de las percepciones, representaciones y juicios de aquellos intermediarios entre las prostitutas y los historiadores, como, por ejemplo, escritores sensacionalistas, la pornografía, algunos moralistas, clérigos, órdenes religiosas, políticos, la prensa, médicos, funcionarios de la policía, de la justicia y del Estado. También a través de la literatura contemporánea12, que evidencia que el tema prostibulario había captado la atención de los intelectuales y otros sectores de la población, además de los médicos y las autoridades estatales. 

			Para encontrar el género en la historia se precisa de una exégesis de las fuentes y documentos distinta a la tradicional. En este sentido, el enfoque subalternista es de suma utilidad para situar a las prostitutas en la historia social, ya que las mujeres que ejercían la prostitución en Chile no solían dejar muchos testimonios escritos, primero porque, como veremos más adelante, no todas sabían leer y escribir, y segundo porque, debido al estigma social que implicaba ser prostituta, podía serles perjudicial dejar pruebas de su actuar.

			Cabe mencionar que la subalternidad de la prostituta no se ha expresado solamente en su condición de género y clase, es decir, no ha tenido que ver únicamente con la dominación política y económica de parte de la élite, sino que además, ha tenido relación con una dominación de tipo cultural, ya que a partir de los discursos oficiales y las representaciones sociales se les ha negado el derecho a expresarse, a construir un discurso o narración sobre sí mismas, siendo su voz desautorizada en el espacio público, quedando de esta forma sujetas o atrapadas en las representaciones hegemónicas. Los discursos médico higienistas y de la victimización asociados a la trata de blancas se refieren justamente a esta subalternización de las prostitutas, donde aquellos que se han apropiado del discurso racional y científico como saber/poder han anulado o negado a un otro cultural y políticamente diferente. 

			Una de las formas que Ranajit Guha (2002) propone para superar estas omisiones y silencios, y poder llegar a las voces de los subalternos, es hacer la lectura de los textos a «contra pelo» o «en reversa», apoyado en el posestructuralismo y las críticas literarias que han sido un gran aporte a la revisión de los documentos. Por tanto, se debe prestar atención tanto a la textualidad del documento como a la forma en que se presentan y estructuran los argumentos, además de lo que se lee literalmente, sin olvidar ni dejar de lado en el proceso que estamos frente a la «‘representación’ que hace la dominancia sobre los grupos marginales» (Pezo y Soto 2021). Esto nos lleva a posicionarnos frente a las fuentes y documentos como «textos construidos», y no como «ventanas», en el sentido de la historiografía tradicional, donde la fuente es considerada como una verdad histórica o, por lo menos, una verificación de hechos empíricos. 

			Esta metodología de análisis de los documentos se asimila mucho a la propuesta de una nueva interpretación que señalaban las historiadoras feministas. Con esto, no se quiere decir que los documentos históricos, como textos construidos, puedan ser reemplazados, por ejemplo, por documentos literarios, pero sí sugerimos que los primeros deben ser abordados de forma crítica para hacer historia. Principalmente porque los documentos y archivos no nos entregan siempre imágenes claras o puras sobre el pasado, pero nos pueden brindar pistas, huellas e indicios sobre cómo se construían las relaciones de poder y de género entre hombres y mujeres, y entre mujeres. Así, las principales interrogantes metodológicas han sido: ¿Cómo poner en la historia esta variante de la feminidad, calificada por el discurso hegemónico como «el tipo errado de sexualidad femenina» (Lavrín 2005, 166)? ¿Cómo pesquisar su identidad de género desde su experiencia histórica subalterna? 

			Pretendemos descubrir lo fundamental sobre la experiencia histórica de las prostitutas, estudiando aquellos indicios o detalles que resultan imperceptibles en las generalidades de los documentos, pero que, ajustando el enfoque, permiten penetrar en aspectos secretos u ocultos, basándose en elementos poco apreciados o inadvertidos, en datos marginales o detalles considerados sin importancia, que suministrarán la clave para acceder a los productos más elevados del espíritu humano. Por tanto, al igual que Carlo Ginzburg (1995) o Natalie Zemon Davis (1982), sugerimos que la parte oculta, invisible de la realidad, no es menos importante que la visible, y que ambas constituyen el universo de lo real.

			Identidad

			Siguiendo a Saurabh Dube (2010), las «identidades comprenden un medio crucial a través del cual los procesos sociales se perciben, se experimentan y expresan. De hecho, definidas en relaciones históricas de producción y reproducción, apropiación y aprobación, poder y diferencia, las identidades culturales (y sus mutaciones) son elementos esenciales en la constitución cotidiana (y las transformaciones incesantes) de los mundos sociales» (251). El proceso social donde se forman las identidades estará constituido y definido por la experiencia de los sujetos en su vida diaria, comprendiendo «actitudes, imaginaciones, normas y prácticas y rituales y disposiciones simultáneamente simbólicas y sustantivas, estructuradas y a la vez fluidas. Aquí se encuentran los recursos mediante los cuales se perciben, se experimentan y se expresan las relaciones sociales dentro de los grupos, las clases, las comunidades y los géneros» (261). Es por ello que planteamos que la constitución de identidad de género en torno a la prostitución debe considerar aspectos económicos, sociales y culturales que llevaron a las mujeres a esa práctica. 

			Uno de esos aspectos es la pobreza estructural de las mujeres, que se refuerza en las desigualdades económicas, sociales y culturales entre hombres y mujeres, y entre mujeres, lo que nos lleva a concluir que la prostitución no fue solamente un problema asociado a la distribución de la riqueza, sino que también estaba asociado a un problema de reconocimiento social del trabajo femenino y de su participación más amplia en el espacio público. Otros aspectos a considerar en la construcción de identidad de las prostitutas son aquellos que las prostitutas compartían con grupos más amplios, como la marginalidad de los sectores populares o la subordinación de género de las demás mujeres, y aquellas que eran propias de su condición de prostitutas y que, por supuesto, al igual que las otras, influirán sobre su experiencia y construcción de identidad social, como el estigma, la victimización, la autonomía sexual e independencia económica. 

			En esta línea de pensamiento, siguiendo la propuesta de Avtar Brah (2004) sobre la diferencia como identidad, es que evidenciamos que en un mismo sujeto y en un mismo grupo existen múltiples identidades coexistiendo, aunque algunas veces, dependiendo del contexto y la circunstancia, unas toman preponderancia sobre otras. En el caso de la prostitución, presenciaremos cómo esta identidad se posiciona socialmente por sobre las otras posibles identidades de las mujeres que ejercieron el comercio sexual, ensombreciendo, muchas veces, su identidad de madre, hija, esposa, trabajadora fabril, comerciante, sirvienta, lavandera, costurera, etc., siendo todas ellas subordinadas por la identidad estigmatizada de la prostituta. 

			Una alternativa para subsanar esta brecha metodológica sobre la identidad proviene del feminismo y de los estudios poscoloniales, que proponen el estudio de las identidades colectivas, definidas como «el proceso de significación por el cual lo común de la experiencia en torno a un eje específico de diferenciación, digamos la clase, casta o religión se inviste de un significado particular» (Brah 2004, pp. 131-132). Por tanto, en este libro, más que indagar en la especificidad de la experiencia vital de cada prostituta (identidad yoica o nuclear), buscaremos qué experiencias se transformaron en rasgos comunes y cuáles son las que se repiten en cada prostituta, para configurar un escenario donde exista o se genere una narración colectiva de experiencias compartidas que produzcan una identidad grupal. 

			Bajo esta perspectiva, la noción de grupo, comunidad o colectividad no tiene que ver, necesariamente, con el contacto directo, con el conocimiento y reconocimiento personal que cada sujeto puede hacer de otro/a, especialmente en aquellos grupos o sectores de la sociedad donde esa agrupación está vedada por factores culturales, políticos y económicos, como es el caso de las prostitutas, que, al no ser consideradas trabajadoras, no tenían herramientas para agruparse en un colectivo que las protegiese, como los demás trabajadores/as a inicios del siglo XX en Chile. 

			Estas comunidades, grupos o colectivos también pueden ser imaginadas, en el sentido que Anderson (1993) le otorga al concepto, es decir, sus integrantes no se conocerán jamás personalmente «pero en su mente vive la imagen de su comunión» (23). Esta comunión viene dada por los elementos comunes que unen a un determinado grupo o colectivo, que en el caso de la prostitución será la experiencia, entendida como las formas de ser y estar que se reproducían en el trabajo sexual y el estigma que marcó tal experiencia, y que las prostitutas pudieron compartir en los prostíbulos, en las calles, cárceles, estaciones de policía, hospitales, instituciones de caridad o el conventillo.

			Experiencia

			En este estudio proponemos que, si bien las estructuras y sus procesos no constituyen necesariamente experiencia directa o experiencia vivida, establecen el contexto necesario para reconocer las posibilidades de acción (limitadas por las circunstancias y jerarquías que se les otorgan) o el significado de las prácticas a las que tenían acceso las mujeres en el pasado. Por tanto, ni la estructura es completamente determinante ni el lenguaje es el único elemento que provee de sentido de la realidad, porque la experiencia de los sujetos se construye en diversos planos, materiales y discursivos, o bien estructurales y culturales. Se propone que tanto los discursos como las realidades son interactivos, variables y mutables, y si bien el lenguaje ocupa un lugar importante, es considerado como un elemento que interactúa con la experiencia y la identidad. 

			Si consideramos que la experiencia de ser y estar en el mundo real y en la historia es diferente para mujeres y para hombres, en palabras de Maïté Albistur (1991) «podemos suponer que el tiempo, tal como lo vive la parte femenina de la humanidad, no transcurre según los mismos ritmos ni es percibido de la misma manera que el de los hombres» (56). Y esto no tiene que ver con una determinación biológica sino, con una construcción cultural, donde las mujeres son concebidas como ser para los otros, tanto en la familia sentimental, en el contrato sexual y en la idea de madre cívica. En la primera mitad del siglo XX, una parte importante de la vida femenina transcurría en el espacio doméstico familiar o desempeñando trabajos (mal)remunerados fuera del hogar, que eran una extensión del trabajo doméstico (lavar, planchar, cocinar, cuidar, limpiar); mientras que la vida de los hombres transcurría en el espacio público, propio de la política, la economía y lugar de las decisiones. 

			Para dar cuenta de la experiencia de la prostitución en Chile entre 1896 y 1940, nos remitiremos a las prácticas y discursos que constituyeron la experiencia, y a través de la reconstrucción de esa experiencia situada, pretendemos acercarnos a los elementos que constituyen la identidad. Algunas prostitutas se manifestaron en el pasado haciendo escuchar su voz por medio de cartas a las autoridades, mediante sus declaraciones en sumarios y juicios, con su participación y circulación en el espacio público, en su relación cotidiana con sus compañeras, madamas, médicos, policía y vecinos del barrio. En las fuentes judiciales las encontramos hablando y/o actuando, principalmente, cuando ellas o terceros rompen las normas legales y morales asociadas al ejercicio de su profesión; serán esas rupturas las que aporten material de estudio rico sobre su experiencia e identidad, que muchas enfrentaron con audacia y atrevimiento, o en tono de victimización, dependiendo del escenario en que se encontraran. 

			Hemos podido establecer que en la prostitución las mujeres estaban expuestas a condiciones de vida inestables, porque estaban a merced, la mayor parte de las veces, del poder y autoridad de la policía, de las comisiones sanitarias y del o la regente del prostíbulo, además de estar constreñidas por las pautas morales dictaminadas por la iglesia y las tradiciones para las mujeres. 

			Todo esto, entendemos, debió generar condiciones de vida que, si ya eran desfavorables para las mujeres en general, para las prostitutas debieron serlo en particular, correspondiendo a estas últimas subvertir muchas normas, convenciones sociales y legales para conseguir ciertos espacios de libertad en la vida cotidiana. Esas estrategias de subversión, esas condiciones de inestabilidad y esos espacios de libertad son los que se han pesquisado en los diversos archivos, para evidenciar su experiencia e identidad. 

			Nuestra propuesta para acercarnos a la experiencia e identidad de las prostitutas entre el período de la reglamentación y la prohibición es abandonar la tradición de «describir a la prostituta como una víctima sin cara ni pasado» (Schettini,2009, 185), alejándonos de las narraciones dominantes sobre el trabajo sexual, permitiendo que sean ellas quienes hablen y romper de esta forma el silencio de las «voces bajas». En definitiva, lo que nos proponemos es decodificar las fuentes judiciales, los documentos administrativos y las fuentes impresas, para obtener información valiosa del perfil social de las prostitutas, su cultura material y su vida comunitaria (Walkowitz 1980), y conocer cómo estos factores configuraron su identidad y experiencia de ser prostitutas en Chile a comienzos del siglo XX. 

			1.2. La identidad prostibularia: identidades normativas y estereotipos estigmatizantes

			
¿Qué es una prostituta y quién es una prostituta? 

			Las palabras prostituta y prostitución fueron utilizadas ampliamente a fines del siglo XIX y durante gran parte del siglo XX, en el sistema reglamentario sanitario y jurídico, y también en la vida cotidiana, para referirse, de manera estigmatizante y denigratoria, a las mujeres que se dedicaban al comercio sexual (Lamas 2014). En este sentido, el término prostitución apuntaba solamente a la mujer que vendía sus servicios sexuales, excluyendo de esta acción al cliente, actor imprescindible para que el servicio se concretara. 

			En Chile, fue a partir del Código Sanitario de 1931, de corte abolicionista, donde se comenzó a emplear de manera más vasta el término «comercio sexual» (Código Sanitario 1931, 23) para referirse a la venta de servicios sexuales de manera independiente (no en burdeles). Este concepto era más amplio, porque involucraba y visibilizaba la participación del cliente en el servicio pagado. Sin embargo, el mismo código prohibía la prostitución en casas colectivas, refiriéndose a estos locales de comercio sexual como «prostíbulos», denotando la persistencia del estigma y la resistencia al cambio de posicionamiento jerárquico del comercio sexual.

			Sin la intención de establecer la etimología de la palabra prostituta, es importante señalar que esta tiene una historia que se manifiesta en la larga duración. Fue el Codex de Justiniano (529-534 d.C.), período del Bajo Imperio Romano, el que nos entrega la definición jurídica más antigua, identificando a «una prostituta (meretrix) como una mujer que ofrece servicios sexuales públicamente (palam omnibus) por dinero (pecunia accepta) y sin distinción (sine delectu)» (Van de Pol 2005, 4). Por su parte, en el idioma español se encuentran referencias, con similar valor semántico al actual, por primera vez a finales del siglo XV, refiriéndose a una mujer que se ganaba la vida por sí misma fornicando. Asimismo, «prostíbulo se testimonia hacia mediados del siglo XVI, prostitución en la segunda mitad del mismo siglo y prostituir a comienzos del siglo XVII» (Chávez 2014, 143-144). 

			Las palabras prostituta y puta fueron utilizadas (y se utilizan aún hoy en día) para referirse a distintos tipos de mujeres, o más bien, a distintos tipos de ejercicio de la sexualidad femenina. Específicamente, prostituta se empleó en los reglamentos municipales de Casas de Tolerancia, a fines del siglo XIX y parte del XX en Chile, para referirse a aquellas mujeres que se ganaban la vida vendiendo sus servicios sexuales a cambio de pago en dinero, ya fuese de manera ocasional o permanente. 

			Por otro lado, la palabra puta se utilizaba para referirse de manera ofensiva y denigrante a las mujeres que ejercían una sexualidad no comercial identificada como inmoral, toda vez que se realizaba fuera del matrimonio, única institución en la cual era aceptada la sexualidad femenina, y solo con el fin de procrear. Así se puede apreciar en algunas causas judiciales de Santiago por injurias entre 1895 y 1922, donde se utilizan los términos «grandísima puta», «puta comprobada», «puta pública», «re-puta»13, entre otros.

			Por tanto, el estigma de puta, de la prostitución y de la prostituta en particular tenía que ver, como revisaremos en profundidad, con el deshonor, vinculado al ejercicio de la sexualidad femenina fuera del matrimonio, ya que, en la doctrina cristiana, desde el siglo II d.C., sexualidad y matrimonio «llegan a ser uno y lo mismo» (Ranke-Heinemann, 1994, 1).

			Las mujeres que se alejaban de ese modelo de sexualidad femenino vinculado exclusivamente al matrimonio y la maternidad, rígido e implacable en separar y diferenciar a las mujeres entre respetables/decentes y no respetables/indecentes, alegoría de mujeres privadas y públicas, fueron estigmatizadas como «putas» y «perdidas» (Montecino 2007, 166), aquellas que equivocaron el camino en la «virtuosa naturaleza femenina». 

			En su libro La Asistencia Social, la autora Marta Niedbalski (1934) hace una notable diferencia entre una prostituta y una puta, señalando que «se entiende por prostituta pública, a aquella que se entrega al primer solicitante sin elección. En este término pues, no están comprendidas las mujeres casadas que se hacen culpables de adulterio, o las muchachas que se dejan seducir» (250). Por tanto, si no existía pago de por medio, el acto carnal no era considerado prostitución, pero una mujer sí podía ser considerada una «puta» en la medida de la responsabilidad que le cupiera en dicho acto, como las «culpables de adulterio» o las que «se dejaban seducir». 

			El desprestigio social, la marginación, la culpa religiosa y el estigma fueron elementos que se utilizaron para ir constriñendo el cuerpo y el deseo, el espíritu y la carne de las mujeres y, a su vez, fueron elementos de control que se transmitieron verticalmente a toda la sociedad. Sin embargo, en los archivos judiciales, la prensa, en documentos de la policía, los informes municipales y de las Casas Correccionales, entre otras fuentes, encontramos muchas mujeres que transgredían ese modelo. La virtud y el honor femenino, asentados en la sexualidad, definieron, de esta forma, una parte de su identidad.

			La identidad en la prostitución

			Como ya señalamos, la identidad se constituye mediante los procesos sociales donde se forman los sujetos y los colectivos sociales de maneras múltiples y cambiantes (Bolufer y Morant 2012, 318). En el caso de Chile a fines del siglo XIX, las conductas sexuales consideradas como prostitución estaban vinculadas con el sexo comercial; no solo el que se ejercía de manera estable y reglamentada en los prostíbulos, sino también el clandestino, es decir, el que se ejercía en las calles, habitaciones de hotel, casas de pensión, conventillos y cafés chinos, entre otros espacios. Existía un paralelo legal entre el espacio y las mujeres que ejercían el comercio sexual, para definirlo/as como reglamentario/as o clandestino/as. Pero independiente del lugar, todas ellas fueron caracterizadas como prostitutas, soslayándose si este era su oficio estable y permanente, o si era realizado de manera esporádica en combinación con otras ocupaciones. Entonces, cualquier conducta sexual donde las mujeres cobraran dinero a cambio de sexo (sin establecer un vínculo o relación amorosa) fue percibida y definida como prostitución por las autoridades de la época, y estas mujeres fueron denominadas como prostitutas (Vásquez 1998, 13). 

			En este sentido, la identidad social de la prostitución se construyó y reconstruyó en contextos sociales específicos que encerraban experiencias históricas definidas por esos mismos contextos. En palabras de Alejandra Brito (2005), «al modificar los entornos socioculturales, se impulsa también un proceso de transformación de las identidades» (25), y este cambio lo podemos percibir en el tránsito de la prostitución reglamentada desde 1896 hasta la prohibición del oficio en 1925, en la abolición del prostíbulo en 1931 y en el censo de 1940. También se percibe con la introducción del discurso de la trata de blancas al territorio nacional a inicios del siglo XX, que comenzó a juzgar como «explotación» las relaciones comerciales entre hombres y mujeres en el mundo de la prostitución.

			Sobre la base de las ideas expuestas, cabe preguntarse respecto de los procesos de construcción de la identidad de las mujeres que ejercieron la prostitución, es decir: ¿Una prostituta era lo que la ley definía, lo que la comunidad definía, o dependía de cómo ellas mismas se definieran? ¿Qué elementos las identificaban grupalmente? ¿Cómo se reconocían y significaban su oficio? ¿Las prostitutas menores de edad, restituidas a sus padres, seguían siendo consideradas prostitutas, o el hecho de volver con su familia borraba el estigma y reparaba el acto deshonroso? ¿Una prostituta que contraía matrimonio o conseguía otro trabajo, y dejaba el oficio, dejaba de ser considerada socialmente como prostituta? 

			Todas estas preguntas nos encaminan a reflexionar sobre la esencialización de la identidad, en un período donde la reglamentación vs. abolición de la prostitución se transformó en un eje de valor civilizatorio y de modernidad en el debate público. La esencialización de la identidad, en palabras de Juliano (2002), significa confundir lo que se hace con lo que se es, es decir, «lo que era una conducta puntual o una opción laboral se transformaba en un atributo permanente (pasaje de lo que se hace a lo que se es) y al mismo tiempo esta esencia asignada se transformaba en definitoria del conjunto de características personales de la estigmatizada» (45). 

			En el caso de las mujeres que se dedicaron al comercio sexual en Santiago de Chile a fines del siglo XIX y comienzos del siglo XX, esta esencialización fue particularmente perjudicial, ya que una actividad como la prostitución arrastraba una serie de estigmas y estereotipos que contribuían activamente a la naturalización de la marginación de las prostitutas, implicando todos los aspectos de su vida e invisibilizando otras identidades y roles sociales.

			La reconstrucción histórica de esas otras múltiples identidades eclipsadas por la identidad social estigmatizada de la prostitución, es parte de este estudio, puesto que, siguiendo a Leticia Sabsay (2015), planteamos que las identidades fijas responden a cristalizaciones normativas que operan en función de un otro valorado negativa o positivamente, expresando lo que en un determinado momento histórico se consideró como aceptable, por ejemplo, la definición y categorización binaria y fija entre mujeres respetables y no respetables. La desesencialización de las identidades permite analizar de manera compleja la experiencia de distintos sujetos históricos, en diferentes facetas, escenarios y relaciones con los otros.

			Por tanto, para una historia que aspire a la reconstrucción de la identidad en la prostitución se precisa de la ponderación de una serie de elementos que confluyen en su devenir y su valoración epocal, como, por ejemplo, el género de las prostitutas, la clase a la que pertenecían, los niveles de educación formal que poseían, sus categorías étnicas o raciales, el rango etario, su estado civil, etc. Sonia Montecino (1997) señala que la identidad es una experiencia y también un «proceso dinámico de diferenciación y de identificación» (168), y que como tal debe ser estudiada y comprendida desde su pluralidad. 

			En las fuentes hemos encontrado esa diversidad y complejidad de la experiencia que fue conformando la identidad de las mujeres que ejercieron la prostitución, comprobando que no solo eran prostitutas: muchas eran costureras, lavanderas, cobradoras de tranvías, hijas fugadas de sus hogares, madres, esposas, solteras, jóvenes, de edad mediana y viejas, nacionales y extranjeras, alfabetizadas, analfabetas, ricas, pobres, etc. Ninguna de estas conforma una variable o categoría aislada o independiente, ya que cada una formaba parte de la otra, constituyendo de manera entrelazada el tejido de la experiencia que daba forma a la identidad (Avtar Brah. «Diferencia, Diversidad, Diferenciación». En Varias Autoras, Otras inapropiables. Feminismo desde las fronteras. Madrid, Traficante de Sueños, 2004, 112). Dentro de esas múltiples experiencias que conformaron las identidades de las mujeres que ejercieron el comercio sexual, podemos mencionar algunos casos emblemáticos: como el de Edelmira Barahona, que en 1908 compró una propiedad en la calle San Francisco N° 170, por la suma de 35 mil pesos, e instaló en ella un prostíbulo (ANCh, C.J.S., C. 2751, Exp. 14, 1909)14; o de la peruana Luisa Vascovich, que viajó desde Antofagasta a Santiago para reclutar mujeres para su prostíbulo en el norte salitrero (ANCh, C.J.S., C. 1269, Exp. 13, 1913).

			También, encontramos mujeres que entablaban amistad para luego dedicarse a la prostitución, como las asiladas Juana Garrido y Margarita Cisternas, ambas casadas, que formaban continuos escándalos en Av. Yungay, comuna de Las Barrancas (ANCh, C.J.S., C. 1376, Exp. 19, 1917); también el caso de Elvira Carrera, soltera de 21 años, que no sabía leer ni escribir, quien en 1906 abortó un feto de 6 meses en el Hospital San Borja, lugar donde conoció a la prostituta Blanca Pérez, con la que entabló amistad y, una vez recuperadas, se fueron a asilar a la casa de prostitución de Armando Olivares (ANCh, C.J.S., C. 948, Exp. 1, 1909). 

			Frecuentes, además, son los casos de las mujeres que se prostituían con el consentimiento de su familia, como el caso de Amanda Greenstreet, de 19 años, quien se prostituía junto a sus hermanas para ayudar económicamente a su madre viuda Doralisa Larenas (ANCh, C.J.S., C. 1287, Exp. 8, 1914); o la niña Aída Hernández quien, en 1919, a los 12 años, se prostituía en la casa de remolienda de su madre Rosa Baeza (ANCh, C.J.S., C. 1424, Exp. 35, 1919). Igualmente ocurría con las hijas de una mujer ciega (Clodomira Valdés), María Laura y Luisa, que se prostituían en la casa de tolerancia de Armando Olivares en la calle Maipú, donde le pagaban una mensualidad a su madre por tenerlas ahí (ANCh, C.J.S., C. 1376, Exp. 19, 1917). 

			Por otra parte, no es raro encontrar situaciones en que menores de edad huían de sus casas para prostituirse, como el caso de Sara Pacheco, de 14 años, que se fugó de la casa de su tía para irse a prostituir a la Plaza de Armas junto con su amiga Zoila González, de la misma edad, la que siendo de Linares había migrado sola a la capital un mes y medio antes de ser detenida (ANCh, C.J.S., C. 1158, Exp. 20, 1896); de igual manera se manifiesta el caso de María Hernández, de 16 años, hija de la sirvienta de una familia adinerada, que se fugó en un viaje a Cartagena con sus patrones, en febrero de 1918, para ir a asilarse en una casa de tolerancia en Santiago (ANCh, C.J.S., C. 1410, Exp. 20, 1918). Del mismo modo, Elisa Quintas, de 16 años, se fugó de su casa para asilarse por su voluntad en el prostíbulo de Rita Marín, y luego en el de Laura Aristía (ANCh, C.J.S., C. 1328, Exp. 30, 1916). O el caso de María Espinoza, que siendo prostituta contrajo matrimonio con Manuel Torres (ANCh, C.J.S., C. 948, Exp. 1, 1909), entre muchos otros casos pesquisados.

			Frente a esta diversidad de casos, es necesario preguntarse ¿cuál es el elemento identitario que une a todas estas mujeres, con experiencias de vida distintas entre sí, dedicadas a la prostitución en un período específico de sus vidas? Sin duda que, además del oficio, lo que las articula grupalmente es el estigma sobre ese oficio, considerado una actividad despreciable, degradada y deshonrosa, que las ubicaba en los márgenes de la estructura social bajo la categoría identitaria estigmatizada de «prostitutas».

			Como parte de ese contexto histórico e institucional, con una ideología determinada sobre la prostitución en Chile, el uso de la palabra prostituta y prostitución para referirse al trabajo sexual femenino fue parte de una estrategia enunciativa definida que colocó una etiqueta moral y sexual que le dio «un contenido específico y clasista al concepto de prostituta» (Marín 2001), afectando de esta forma su identidad. A este proceso de estigmatización que actúa normativamente sobre los sujetos, Goffman lo ha llamado «hipolinaje moral», definido como el proceso social «donde una persona es asignada global y permanentemente a la más baja o menos honorable de sus características» (Juliano 2002, 45-46). 

			Estos rótulos, como prostituta, rufián, proxeneta, ladrón, homicida, estafador, etc., actuarían como encierros sociales que dificultarían, a los sujetos que han transgredido o quebrantado una norma legal o moral, transitar hacia otras identidades, reproduciendo las conductas estigmatizadas que los colocan en los márgenes de la sociedad. Esta vida en los márgenes, anclada a un oficio deslegitimado socialmente, las volvía vulnerables, sobrellevando abusos y atropellos, ya fuese de parte de los y las regentes de los prostíbulos que, según algunas fuentes, las agredían físicamente con «palos y puñetes» (ANCh, C.J.S., C. 948, Exp. 1, 1909, fj. 14); o sometidas a abusos por inspectores sanitarios, como Alberto Hernández, que sin ser médico se tomaba la atribución de examinar ginecológicamente a las asiladas de las casas de tolerancia bajo su jurisdicción, a las que «les introducía un tubo de vidrio para ver si estaban enfermas» (ANCh, C.J.S., C. 1423, Exp. 34, 1919, fj. 12); o por algunos guardianes y policías, que muchas veces abusaban de su autoridad para conseguir servicios sexuales de las asiladas, según denunciaba la regenta Fanny Fridmann: «hacen avisar a los prostíbulos cuando ellos están de guardia con el único objeto de que se los tenga presente» (ANCh, Intendencia de Santiago [I.S], V. 495, 1920); y también por algunos clientes: «se enfermó la misma noche que durmió con el guardián, quien la lesionó interiormente por ser mui aviado [apresurado]» (ANCh, C.J.S., C. 948, Exp. 1, 1909, fj. 281v).

			Considerando el período de fines del siglo XIX y comienzos del siglo XX en Chile, es justo señalar que la condición femenina en sí misma era vulnerable en el mundo laboral15. Así lo señala, por ejemplo, el periódico obrero feminista La Alborada en mayo de 1906: «En el taller se la oprime y se la seduce. En la fábrica se la esplota y apenas se le paga. Se aprovecha de su miseria para deshonrarla y se la menosprecia después. Engañarla vilmente es para el hombre gran victoria que se ufana». En definitiva, fuese por los bajos salarios, por el trabajo a destajo con jornadas laborales de hasta 18 horas sin descanso dominical, por los maltratos verbales, los abusos deshonestos y violaciones que se cometían contra las trabajadoras en el servicio doméstico, en las fábricas o en los conventillos donde lavaban y cosían ropa ajena, las mujeres populares estaban constantemente expuestas a distintos niveles de violencia e injusticias, que redundaban en su denigración social.

			El cuerpo, el honor y la identidad

			Como hemos venido señalando, el honor femenino estaba relacionado, principalmente, con el cuerpo: «la cabeza es la sede del honor, mientras que la parte inferior del cuerpo, con sus correspondientes funciones, órganos y secreciones, es el lugar de la vergüenza y la ignominia» (Van de Pol 2005, 49). Las mujeres eran consideradas, en general, seres menos inteligentes que los hombres (Londa Schiebinger 2004), con limitaciones para el desarrollo intelectual pleno, y esto tenía que ver con que la inteligencia, la razón y la sabiduría se asentaban en la cabeza, sede del honor, de los laureles y las coronas, reservados por hábito a los hombres. 

			En cambio, ellas debían conformarse con cuidar lo mejor posible de su vagina, de la membrana llamada «himen» y el útero, pues en estas partes del cuerpo residía y se definiría, finalmente, su destino de esposa y madre (idealmente en ese orden), sinónimo de decencia. Es decir, el honor femenino residía en el lugar de la vergüenza, de los fluidos, los olores y de las enfermedades venéreas. En el discurso político hegemónico, burgués y católico, la relación entre decencia y placer sexual era inversamente proporcional para las mujeres, aquellas más decentes eran las que menos deseo carnal revelaban, es decir, las que tenían menos conexión con la zona impúdica de la sexualidad. En cambio, las indecentes, las que habían perdido su honor, eran las que se encontraban a merced de la excitación y concupiscencia, y se entregaban a cualquiera. Además, se suponía, que había placer y satisfacción en ello.

			El médico Ramón Allende Padín (1875) señalaba que la prostitución era una cloaca, donde habitaba esa «otra especie», la prostituta, de la que se rehuía porque se temía el contagio del deshonor, cuestionándose si «¿entregándome a investigaciones sobre las prostitutas, habría de ser manchado necesariamente por el contacto de estas desgraciadas?» (7). La metáfora de este médico de la cloaca y del contagio del deshonor como la peste, era una muestra de la turbación de las élites locales por el caos en que se estaba transformando la convivencia con los sectores populares en la ciudad, que se expresaba en actos inmorales en la vía pública, la suciedad de sus barrios y las epidemias que los asolaban y elevaban las tasas de mortalidad infantil.

			Así, una buena mujer, una mujer decente y respetable, resguardaba su honor inclusive a costa de su propia existencia, así al menos lo entendía y proclamaba la Iglesia católica, 

			Valga si no el ejemplo de Anita de Rosa, joven de 19 años, napolitana hermosa cuanto virtuosa, pobre y resignada, huérfana de madre desde los 9 años… fué herida de un tremendo golpe en la cabeza que le dió Cayetano Volpe, por negarse a ceder á sus exigencias. Morir, dijo ella, ma non offender Dio, non macchiare la propia integritá: morir sí, pero no ofender a Dios ni atentar contra el honor (La Revista Católica N° 1373, 1894). 

			La moraleja que ofrece el caso de Anita de Rosa es que cualquier lavandera, costurera, empleada de servicio doméstico, obrera o dueña de casa, entre otras mujeres de los sectores populares, debería preferir la muerte antes de caer en la desgracia de perder su honor, ya que, desde ahí, se creía, habría solo un paso hacía la prostitución. Ahora bien, la profusa existencia de burdeles y las estadísticas nos indican que existían mujeres que, a diferencia de Anita de Rosa, estaban dispuestas a vivir con el estigma de «prostitutas» antes que morir con el honor intacto.

			Como el honor residía en el aparato reproductor femenino, los fiscales pedían un examen ginecológico para datar la fecha de la desfloración. Por su parte, el Código Penal establecía la posibilidad de que las mujeres ultrajadas se casasen con sus abusadores (Art. 369). Sin embargo, muchas veces las víctimas no aceptaban casarse. En el caso de Fidelicia Medina de 16 años, abusada por su novio, «consumando el acto carnal, el cual nunca había tenido con otro hombre» (ANCh, C.J.S, C. 1264, Exp. 2, 1913, fj. 6v.), el parte médico señalaba que «he procedido a examinar profesionalmente a la niña Fidelicia Medina, e informo a usted que la fecha de la desfloración data de dos a tres semanas» (f. 2v.). Esta cuestión era muy importante no solo para comprobar el delito, sino que, a su vez, para acreditar qué tipo de mujer era la que se tenía al frente, y así determinar el tipo de pena que se le aplicaría al acusado en caso de ser encontrado culpable. 

			En el caso de trata de blancas contra la peruana Luisa Vascovich el año 1913 (que en realidad era por corrupción de menores según el Art. 367 del Código Penal), el fiscal solicitaba se le informara sobre el «estado de los órganos genitales… y si están habituadas al coito» (ANCh, C.J.S., C. 1269, Exp. 13, 1913, f. 20v.) de Carmela Villegas, de 19 años, y Berta Rodríguez, de 18. El informe médico señalaba que ambas mujeres habían sido desfloradas en un tiempo que el médico no podía precisar por «estar ya cicatrizados los fragmentos del himen», pero que «el estado marchito de los labios y ninfas, indican que está habituada al coito» (fs. 22-23), por tanto, eran prostitutas, por consiguiente, no había delito que investigar, pues ya estaban corrompidas antes de conocer a Vascovich.

			Como se aprecia, las penas variaban dependiendo del honor, fama y reputación de la agraviada, estipulando el Código Penal (1874) que «el rapto de una mujer de buena fama ejecutado contra su voluntad i con miras deshonestas, será penado con presidio menor en su grado máximo a mayor en su grado mínimo», pero «cuando no gozare de buena fama, la pena será presidio menor en cualquiera de sus grados» (139). Esta disposición era particularmente riesgosa para las ofendidas, pues los hombres en muchas ocasiones, para disminuir las penas, intentaban demostrar que la falta de honor o mala reputación de las mujeres era anterior o preexistente a sus actos vejatorios. 

			En el caso de Fidelicia Medina, Abraham, el lechero, declaró que no eran novios, sino amigos, y que tuvo trato carnal con ella en varias ocasiones en su propia casa, pues «la familia me dio ocasión para consumar el hecho» (ANCh, C.J.S., C. 1264, Exp. 2, 1913, fj. 7), desacreditando de esta forma el peritaje médico practicado a Fidelicia, y poniendo en entredicho el honor de la joven y de toda la familia Medina. Por su parte, y para salvar su honor, aquellas muchachas que habían sido engañadas bajo palabra de matrimonio, intentaban rescatar su decoro exhibiendo las promesas de matrimonio del seductor, presentando como pruebas en los juzgados las cartas de amor, «como el juzgado puede verlo, en esas cartas, que sostengo son de puño y letra de Carrasco, él me habla de nuestro matrimonio» (fj. 10), demostrando así su candidez y decencia. El sexo bajo la promesa de matrimonio no era considerado del todo inmoral y la mujer se libraba así de ser considerada una puta. Es por ello que, en definitiva, lo que se estaba litigando en este y otros casos no era comprobar si la mujer fue violada o corrompida, sino que el juicio en sí mismo se trataba de demostrar y/o refutar qué tan puta era la supuesta víctima. De eso dependía el castigo que recibiría el acusado.

			Entonces, si bien la experiencia histórica de las mujeres en general, y de las prostitutas en particular, se inscribía y pasaba por su cuerpo material, serán las concepciones sociales y culturales respecto del cuerpo y la sexualidad, organizadas jerárquicamente bajo patrones de exclusión, las que nos permitirán valorar e interpretar cómo ellas vivían y juzgaban esas experiencias dentro de una estructura social que las marginaba y colocaba en el peldaño más bajo de la jerarquía social femenina. Así lo señalaba el médico Octavio Maira (1887): «No hay razón para considerar a las prostitutas con los mismos derechos que los que corresponden a los individuos de la sociedad toda; y no solo no hay razón, sino que sería una tremenda injusticia el querer comparar con seres tan repugnantes a las que viven de su honrado trabajo» (24).

			Como se puede inferir, lo que se entendía o definía por prostituta en un determinado momento histórico y social, habla de una serie de atributos culturales que se otorgaban al cuerpo y las prácticas de determinadas mujeres que encajaban en esos modelos sexuales. Atendiendo a estas consideraciones, el cuerpo de la prostituta comenzó a ser estudiado científicamente, especialmente por una nueva corriente positivista, la antropología criminal (León 2015), siendo precursor y líder en este campo durante el siglo XIX el criminalista italiano Cesare Lombroso (1900), para quien la prostituta era «un ser antropológica, fisonómica y psíquicamente diferente, así como esencialmente atávico, criminal y salvaje» (Rivière-Gómez 1994, 31). 

			Cabe mencionar que para la escuela lombrosiana, los «rasgos degenerativos» eran aquellos que se presentaban con más frecuencia en las mujeres delincuentes y en las prostitutas «el 51,5 por 100 de las prostitutas tiene más de cinco anomalías, mientras que solo el 27 por 100 de las criminales llega a esa cifra» (Peset y Peset 1975, 626). Algunos de esos caracteres, comparados con el cuerpo de la «donna normale», era tener, por ejemplo, brazos y pies más cortos, manos y tibias más largas, mayor peso, cráneos y mandíbulas de aspecto masculino, pómulos salientes, paladar fisurado, etc. 

			Será la obra póstuma del médico francés Alexandre Parent Duchâletet (1836-1837), producto de su trabajo e investigación con el archivo de la policía y las prostitutas de París a comienzos del siglo XIX, la que comience a abrir camino respecto de la influencia de las condiciones sociales y estructurales de las ciudades sobre la vida de las mujeres. Este «presentaba a las prostitutas básicamente como hijas de la pobreza, la miseria y del hambre» (Rivière-Gómez 1994, 39), con un enfoque médico e higienista que apuntaba más a los aspectos sociológicos que biológicos/antropométricos de la prostitución.

			En Chile, además, tuvo bastante peso la visión de la psicología sexual o la sexología. Los principales investigadores científicos de la prostitución en nuestro país fueron los médicos Luis Prunés, Ramón Staforelli y Carlos Westphal Thurston, miembros de la Liga Chilena de Higiene Social, quienes ya en la década de 1920 estaban bien informados de las teorías del sexólogo inglés Havelock Ellis (1859-1939). Dentro de las teorías de Ellis, y que estos médicos admitían, estaba, por ejemplo, «una gran similitud psicológica entre la sirvienta y la prostituta, ‘es perezosa (dice refiriéndose a las criadas), ávida de placeres, mentirosa, fácilmente sugestionable, derrochadora, aficionada a la bebida, imprevisora y generalmente desprovista de sentido moral’» (Staforelli 1925, 50).

			Podemos señalar que, más que las características del cuerpo en sí mismo, eran las vestimentas del oficio las que pronunciaban o destacaban ciertas condiciones físicas que poseían todas las mujeres, pero que las prostitutas estaban dispuestas a exhibir de manera desinhibida y sin pudor en las calles, y en las puertas y ventanas de los burdeles, para atraer clientes. Esta era, además, una marca, un signo, que les permitía codificar el mensaje que se les enviaba a los potenciales interesados sobre su disponibilidad sexual y que, a su vez, las diferenciaba de las otras mujeres. Estas mismas características les hacían presa fácil de los policías: «Hace cuatro meses más o menos, el agente Bustamante y yo recibimos orden de ir a buscar a algunas mujeres de mala vida que, según se nos dijo, andaban por el mercado central con vestidos indecentes. Efectivamente, en dicho lugar encontramos a Graciela Bravo con un vestido demasiado corto y paltó muy escotado…» (ANCh, C.J.S., C. 948, Exp. 1, 1909, fj. 173v.).

			El contagio de la sífilis y la gonorrea fue otro aspecto que marcó el cuerpo y la sexualidad de las meretrices, no solamente porque les causaba enfermedad y dolor, sino que también, porque quien tuviera trato carnal con una prostituta podía contagiarse lúes, ya que a juicio de los guardianes de la higiene y la moral «toda prostituta debe considerarse como infectada. I es natural y lójico que así suceda» (Allende Padín 1875, 20). La prevención del contagio de las enfermedades venéreas fue el gran motor que movilizó a los médicos higienistas, las autoridades locales y los políticos para buscar alguna fórmula o esquema normativo que les permitiera controlar y vigilar los cuerpos de las prostitutas y el «peligro sexual» (Walkovitz 1995, 10) que encerraban, que en el caso de Chile se tradujo en el tránsito desde la reglamentación (1896-1925) hacia la prohibición (1925-1931) y hasta la abolición del prostíbulo (1931 a la fecha) (Gálvez Comandini 2011). 

			El peligro sexual, señala Walkovitz (1992), tenía que ver con factores que no se reducían, simplemente, a una sexualidad desregulada o a la prostitución, «la sexualidad peligrosa tenía que ver con el trabajo, con la forma de vida, las estrategias de reproducción, la moda, el exhibicionismo y las ataduras no familiares de hombres y mujeres en la ciudad como con la actividad sexual no procreadora» (28-29). Asociadas a una sexualidad peligrosa, en tanto, las prostitutas representaban una sensualidad caótica, fuera de lugar en el reino de la virtud y mandatos morales para las mujeres decentes, por lo que fueron los médicos los encargados de estudiar, describir y explicar este caos. Se asociaba la precocidad de la menarquía con un estado de excitación temprano en la mujer, lo que a su vez se relacionaba directamente con el desarrollo del instinto genésico, y esto con la edad de la primera relación sexual, que, según creencias arrastradas desde el siglo XIX, sería uno de los principales caminos hacía la prostitución. 

			En el caso de las 119 prostitutas chilenas estudiadas por Luis Prunés en cuatro ciudades de Chile, entre 1925 y 1926, el 89% se concentraba entre los 19 y 30 años al momento de la investigación. Del universo total de las encuestadas, la edad promedio de la primera relación sexual fluctuaba entre los 13 y 18 años, declarando el 64% que lo había hecho por propia voluntad o por amor, versus un 36% señaló haber sido obligada o engañada. A juicio del médico y a la luz de los datos proporcionados por las mismas mujeres, esta situación no estaba directamente relacionada con la edad de ingreso al oficio: solo el 6,7% ingresó inmediatamente después de haberse desvirgado, y la mayoría lo hizo entre 3 y 6 años después. La edad promedio de ingreso a la prostitución de este grupo fue entre los 19 y 23 años, refutando la relevancia que le otorgaban autores del siglo XIX, como Parent Duchâletet, a la pérdida del honor como episodio trascendental en la vida de las mujeres públicas. 

			La Hoja Sanitaria señalaba en 1925 que la sífilis «en la mujer determina además abortos, niños muertos, débiles y mal conformados (labio leporino, pie chueco) u otros transtornos hereditarios más profundos (idiotez, epilepsia o gota coral, etc.)», y por su parte la blenorragia arruinaba el útero y las trompas de falopio, debiendo ser sometidas frecuentemente a intervenciones quirúrgicas que «dejan a la mujer en la imposibilidad de tener familia» (Hoja Sanitaria IWW, año 1, N° 9, 1929, 1.). En consecuencia, se especulaba que las prostitutas eran infecundas, mito que en 1926 refuta el Dr. Prunés, ya que, en su estudio, entre las 119 prostitutas encuestadas sumaban 73 hijos (Prunés 1926, 103), es decir, las prostitutas sí se embarazaban y daban a luz. Sin embargo, su tasa de fertilidad parecía ser menor en relación con las demás mujeres, producto de los abortos provocados intencionalmente o por obra de las enfermedades venéreas que portaban, que a la fecha no tenían cura y solo podían ser tratadas sintomáticamente con sulfas antimicrobianas, inyecciones y ungüentos mercuriales, debido a que la penicilina se comenzó a utilizar masivamente en Chile a partir de la década de 1940. 

			Los médicos antirreglamentaristas eran partidarios de que los exámenes a las meretrices se realizaran en los sanatorios diseñados especialmente para esos fines: el dispensario de la calle San Diego en 1908, el policlínico de la calle Bartolomé Vivar en la década de 1920, y en la Inspección Sanitaria Municipal de la calle 21 de mayo hasta 1930. Ya que los exámenes a domicilio, estipulados en el reglamento de 1896, no eran eficientes ni eficaces en detectar a las mujeres enfermas, y así lo demuestran con una estadística del año 1920: «El término medio total de los exámenes en el Policlínico es de 61,8% de enfermas. El término medio total de los exámenes en el servicio domiciliario es de 24,8% de enfermas» (Staforelli 1925, 59).

			Esta situación se atribuía a varios fenómenos: primero, porque los médicos que debían realizar las visitas a domicilio no contaban con los implementos mínimos para realizar los exámenes, por ejemplo, una silla ginecológica; segundo, porque los y las regentes, en las visitas a domicilio, solo presentaban a la revisión médica a las mujeres sanas; y tercero, porque los médicos, ya fuese porque no podían cumplir con la cantidad de visitas programadas, simplemente por desinterés, o por corrupción, se remitían a sellar libretas sin examinar a las asiladas. Así lo declaran varias prostitutas, como Carmela Ríos Yáñez, quien denunciaba ante el fiscal que «el examen médico lo practicaba el Dr. Bahamondes dos veces por semana, y nunca vio a ninguna de las mujeres, si no que pedía las libretas y escribía en ellas invariablemente «sana» «buena»» (ANCh, C.J.S., C. 948, Exp. 1, 1908, f. 133v.), y lo mismo señala Rosa Amelia Ramírez, que indica que «el médico municipal que viene aquí dos veces por semana no hace otra cosa que firmar las libretas de cada niña» (fj. 23v.).

			Identidades normativas. Los diferentes tipos de prostitutas en Chile, desde la Reglamentación en 1896 hasta la abolición en 1931

			En 1896, el Reglamento de Casas de Tolerancia dividió a las mujeres que se dedicaban al comercio sexual en dos categorías, asiladas (que trabajaban y vivían en los burdeles) y aisladas, «aquellas que ejercen el oficio libremente, pudiendo habitar donde les plazca, sin obligación de inscribirse en una casa dada; pero sometidas a las mismas condiciones de inscripción de las de las casas, según los artículos 10 y 11 del Reglamento de marzo de 1896» (Prunés 1926, 126). En 1902, el Jefe de la Inspección Sanitaria, Luis Abalos, presentó al Consejo Municipal de Santiago una propuesta de reforma al reglamento de 1896, donde agregaba una tercera categoría de prostitución que producía un tercer tipo de prostituta –la ambulante–, estableciendo, así, la presencia de tres clases de mujeres: «mujeres públicas de casas de tolerancia, mujeres públicas aisladas (que tienen domicilio propio) i mujeres públicas ambulantes (que ejercen el libertinaje en hoteles, cafeés i casas de alojamiento)» (Boletín de la Municipalidad de Santiago T. 15, 1902, 38). A pesar del esfuerzo del Dr. Abalos, este artículo no fue aprobado, manteniéndose la división original de 1896 entre asiladas y aisladas (Staforelli 1925, 32). 

			Esto no significa que no existieran prostitutas ambulantes, pero pareciera ser una categoría lábil, puesto que tanto las asiladas como las aisladas recurrían también a este tipo de prostitución, debido a que no existía en la práctica una separación tajante entre las distintas formas del oficio, es decir, una mujer asilada podía perfectamente pararse en los portales de la Plaza de Armas o el Mercado Central a buscar clientes con los que irse a un hotel, lo mismo hacían las aisladas. Y, asimismo, una ambulante podía decidir ejercer en su domicilio, casas de citas, hoteles o internarse en un prostíbulo. Un ejemplo de esta modalidad de prostitución lo encontramos en el caso de Clorinda Donoso, quien en 1896 era prostituta ambulante junto a Sara Pacheco, regentadas por Carmen Báez

			y tanto a ella como a mí nos sacaba la Báez y nos entregaba a los hombres para que nos llevaran a los cafees. En la casa no recibía hombres. Ignoro quién sería el primero a quien entregó a la Pacheco porque en ese tiempo no estaba yo en la casa. El dinero que recibía de los hombres lo guardaba la Báez para sí y a nosotras nos daba solo casa, comida y ropa (ANCh, C.J.S., C. 1158, Exp. 20, 1896, f. 7v).
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